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RESPUESTA AL CUESTIONARIO

ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA


EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN SELECCIONADAS EN LA SEGUNDA RONDA Y PARA EL SEGUIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS EN LA PRIMERA RONDA
SECCIÓN I

PREGUNTAS EN RELACIÓN CON LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS DISPOSICIONES DE LA CONVENCIÓN SELECCIONADAS PARA SER ANALIZADAS EN LA SEGUNDA RONDA
CAPÍTULO PRIMERO

SISTEMAS PARA LA CONTRATACIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS POR PARTE DEL ESTADO (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 5 DE LA CONVENCIÓN)

1. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos
a. ¿Existen en su país normas y/u otras medidas que establezcan sistemas para la contratación de funcionarios públicos? En caso afirmativo, describa brevemente los principales sistemas, señalando sus características y principios y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en los que estén previstos.  Describa también cómo los anteriores sistemas aseguran en su país la publicidad, equidad y eficiencia.
Estados Unidos tiene un sistema de leyes y reglamentos que rigen el empleo en el Gobierno Federal.  A nivel federal, cada uno de los poderes tiene sus propios sistemas de contratación de funcionarios públicos.  Esta respuesta se refiere principalmente al sistema de contratación mediante concurso utilizado en el Poder Ejecutivo, que es el mayor de los poderes de Gobierno de los Estados Unidos.  Conforme a los principios de separación de poderes establecidos por la Constitución de los Estados Unidos, los Poderes Legislativo y Judicial en general no están sujetos a las leyes y reglamentos aplicables al servicio civil, que depende del Presidente, como órgano del Poder Ejecutivo.  No obstante, el Congreso a través de actos legislativos ha incluido expresamente a cierto personal legislativo y judicial entre los componentes del sistema del servicio civil o en sistemas paralelos.  Las leyes sobre contratación de empleados de los Poderes Legislativo y Judicial dan cabida a muchos de los principios de transparencia y trato justo que se encuentran en las leyes del Poder Ejecutivo que más abajo se describen.  Análogamente, si bien los sistemas de nivel subfederal (de los estados, municipios y otras jurisdicciones) varían, en su mayoría incluyen principios y prácticas similares.

Las leyes que rigen la contratación de los empleados del Poder Ejecutivo figuran en el título 5 del Código de los Estados Unidos (Organización y Empleados del Gobierno).  Los reglamentos de aplicación del título 5 del Código de los Estados Unidos (U.S.C., en sus siglas en inglés) se encuentran en el título 5 del Código de Reglamentos Federales (C.F.R., en sus siglas en inglés).  Esas leyes y reglamentos prevén eficiencia, transparencia y la aplicación de criterios objetivos, como el mérito, la equidad y la aptitud, para el reclutamiento, la contratación, el mantenimiento, el ascenso y la jubilación de los funcionarios públicos.  

Además, dado el papel que cumple el Presidente conforme a la Constitución como jefe del Poder Ejecutivo, numerosas órdenes ejecutivas presidenciales que tienen fuerza de ley se refieren a pruebas de concursos, calificaciones, aptitudes, contratación basada en el mérito y ética.  Una de las más significativas es la Orden Ejecutiva 10577, y sus enmiendas, que enmendó el Reglamento del Servicio Civil y autorizó un nuevo sistema de designaciones para el servicio, basado en el concurso (codificado en 5 C.F.R., partes 1 a 10).

El Poder Ejecutivo tiene aproximadamente el 97% de los funcionarios públicos federales de dedicación exclusiva, la mayoría de los cuales se seleccionan a través de sistemas que conducen a nombramientos de carrera (http://www.opm.gov/feddata/html/2006/september/table1.asp).  En general hay dos categorías básicas de funcionarios públicos de carrera en el Poder Ejecutivo federal; en ambas categorías la contratación se realiza conforme a principios del sistema basado en el mérito: 1) empleados de servicios de designación por concurso [que en los sistemas de contratación y escalafón se conocen como empleados de Servicios Generales (SG)], que se contratan a través de un proceso de pruebas de concursos y deben cumplir los criterios de aptitudes y calificaciones que rigen a nivel de todo el Gobierno, y 2) salvo los empleados del servicio, que pueden contratarse por sistemas distintos del concurso pero de todos modos deben ser declarados aptos y calificados para sus cargos, a través de criterios aplicables a todo el Gobierno o a determinado organismo.  (El servicio exceptuado se define en mayor detalle más abajo).  Un número relativamente reducido de funcionarios públicos del Poder Ejecutivo están sujetos al sistema de personal ejecutivo superior de carrera, que también establece la obligación de que los candidatos cumplan requisitos de calificación y aptitudes.  

Existe también un número relativamente reducido de funcionarios públicos que no son de carrera, que no se seleccionan por concurso.  Se trata principalmente de los que ocupan cargos de confianza de alto nivel.  No obstante, esas designaciones están sujetas de todos modos a un proceso de obtención de información.  Por ejemplo, una persona a quien el Presidente desea designar como miembro de su Gabinete debe someterse a una rigurosa verificación de antecedentes, un examen de conflicto de intereses financieros y confirmación del Senado.

A continuación se mencionan los capítulos pertinentes del título 5 del Código de los Estados Unidos: 

Capítulo 11 – Oficina de Administración de Personal

Capítulo 12 – Junta de Protección de Sistemas de Mérito, Oficina del Asesor Jurídico Especial y 
Derecho de Acción de los Empleados

Capítulo 13 – Autoridad Especial

Capítulo 23 – Principios del Sistema de Mérito

Capítulo 29 – Comisiones, Juramentos, Registros e Informes

Capítulo 31 – Autoridad para el Empleo

Capítulo 33 – Examen, Selección y Colocación

Capítulo 35 – Preferencia para la Contratación, Pagos de Incentivos por Cese Voluntario, 


Reposición y Nueva Contratación

Capítulo 41 – Capacitación

Capítulo 43 – Evaluaciones de Desempeño

Capítulo 45 – Premios-Incentivos

Capítulo 51 – Clasificación

Capítulo 53 – Escalas y Sistemas de Pagos

Capítulo 55 – Administración de Pagos

Capítulo 59 – Asignaciones 

Capítulo 61 – Horario de Trabajo

Capítulo 63 – Licencia

Capítulo 71 – Relaciones entre los Empleados y la Administración

Capítulo 72 – Normas Antidiscriminatorias, Derecho de Petición ante el Congreso

Capítulo 73 – Aptitudes, Seguridad y Conducta

Capítulo 75 – Medidas Perjudiciales

Capítulo 77 – Apelaciones

Capítulo 81 – Indemnización por Accidentes de Trabajo

Capítulo 83 – Jubilaciones

Capítulo 84 – Sistema de Jubilaciones de los Empleados Federales

Capítulo 85 – Compensación por Desempleo

Capítulo 89 – Seguro de Salud

Capítulo 91 – Acceso a Registros de Antecedentes Penales con Fines de Seguridad Nacional y 
Otros Propósitos 

El Código de los Estados Unidos puede consultarse en general en http://www.gpoaccess.gov/uscode/index.html.
En relación con el Proceso de Contratación Federal arriba descripto, acúdase, entre otros, a los siguientes aspectos:

i. Autoridades rectoras o administradoras del sistema y mecanismos de control.

La Oficina de Administración de Personal de los Estados Unidos (OPM, en sus siglas en inglés) presta servicios como asesora del Presidente en cuestiones de capital humano federal y es el organismo central de administración de recursos humanos al servicio del Poder Ejecutivo.  Elabora reglamentos para el servicio civil compatibles con las leyes sancionadas por el Congreso y es responsable de hacer efectivo el cumplimiento de esas leyes y reglamentos.  Asimismo delega en otros organismos del Poder Ejecutivo la facultad de cumplir diversas funciones de Recursos Humanos, poseyendo, entre otras, la potestad de realizar pruebas de concursos y contratar empleados.  Si bien tiene un papel de supervisión con respecto a otros departamentos y organismos del Poder Ejecutivo, además presta servicios de asesoramiento y asistencia a esas entidades.  Realiza (o supervisa) investigaciones de antecedentes para autorizaciones de seguridad; administra los programas de beneficios de salud y seguros de vida para empleados federales; opera los programas de jubilaciones federales e imparte directrices o brinda asistencia en una amplia gama de asuntos de Recursos Humanos; desde temas referentes a contrataciones hasta asuntos de relaciones con los empleados.  La OPM también diseña estrategias de capital humano a nivel de todo el Gobierno y recoge datos necesarios de cada organismo.  Si bien constituye un centro de intercambio de información sobre prácticas referentes a capital humano, muchas responsabilidades específicas sobre Recursos Humanos (por ejemplo contratación de empleados) se delegan al organismo respectivo.

ii. Acceso al servicio público a través del sistema basado en el mérito.

El proceso de contratación basado en concursos que se aplica en los Estados Unidos se centra en el mérito de la persona que se considera para cada cargo.  Hay nueve principios básicos a ese respecto (contenidos en la ley, en 5 U.S.C. 2301, anexo 1) que rigen la administración de personal federal.  Dos de esos principios están vinculados directamente con las contrataciones del Gobierno: (1) la contratación debe hacerse entre personas calificadas, provenientes de fuentes apropiadas, para crear un personal representativo de todos los segmentos de la sociedad, y la selección y ascensos deben disponerse basándose exclusivamente en la capacidad, los conocimientos y las aptitudes relativas y concursos justos y abiertos, que garanticen para todos igualdad de oportunidades, y (2) todos los empleados y aspirantes a empleo deben recibir un trato justo y equitativo en todos los aspectos de la administración de personal, sin tener en cuenta su filiación política, raza, color, religión, origen nacional, sexo, estado civil, edad o calidad de discapacitado, y teniendo debidamente en cuenta, su privacidad y sus derechos constitucionales.

Las leyes prohíben además ciertas prácticas y actos de personal discriminatorios contra un empleado o aspirante basados en la raza, la edad, el género o la calidad de discapacitado (5 U.S.C. 2302, anexo 2).  En el proceso de selección se prohíbe el favoritismo personal, el nepotismo o la influencia política.  Todo caso de favoritismo no basado en el mérito se considera como “práctica de personal prohibida”.  El director de cada organismo es responsable de la prevención de prácticas de personal prohibidas, del cumplimiento y aplicación de las leyes y reglamentos aplicables sobre servicio civil y otros aspectos de la administración de personal, y de garantizar (en consulta con la Oficina del Asesor Jurídico Especial, un organismo independiente establecido por la Ley de Reforma del Servicio Civil) que los empleados de los organismos conozcan los derechos y recursos que tienen a su disposición conforme a la ley (5 U.S.C. 2301).

La OPM elabora y publica criterios de calificación mínimos, políticas e instrucciones para cargos del Escalafón General (EG) (que abarcan la gran mayoría de los empleados del servicio de designación mediante concurso) a través el Manual Operativo: Criterios de Calificación para Cargos del Escalafón General.  Deben cumplir los criterios todas las personas designadas para posiciones del EG en el servicio de designación mediante concurso.  En general se aplican idénticas políticas, instrucciones y criterios contenidos en el manual de calificaciones para los nombramientos iniciales de personas pertenecientes al público en general y para los actuales empleados federales.  

Cada uno de los organismos tiene la obligación de aplicar los criterios mínimos de calificación apropiados.  Cada organismo se encarga también de elaborar factores selectivos, si corresponde.  Entre ellos figuran conocimientos, aptitudes y habilidades, competencias o calificaciones especiales sin las cuales un candidato no podría cumplir las obligaciones del cargo en forma satisfactoria.  Los factores selectivos se aplican además de los criterios de calificación mínimos.  Los aspirantes que no cumplan un factor selectivo no pueden ser tenidos en cuenta para el cargo.  

iii. Divulgación para la selección de servidores públicos, indicando los requisitos para dicha selección.

La mayoría de los organismos federales están obligados, conforme a la ley y al reglamento de la OPM, a dar a conocer al público las oportunidades de empleo anunciando, o “publicando” las mismas en el sitio web de la OPM, http://www.usajobs.opm.gov.  Este aviso público o anuncio de vacante, para oportunidades de empleo corrientes garantiza una competencia abierta al informar a quienes buscan empleo cuándo, dónde y cómo postularse para esos cargos.  Se insta a los organismos a realizar sus contrataciones utilizando otros medios, además de USAJOBS (por ejemplo anuncios en periódicos o radios y ferias de empleo).
En el anuncio de vacante se indicarán las obligaciones y responsabilidades del cargo, las calificaciones mínimas que se requieren para ser considerado (experiencia general o especializada o educación necesaria para el cargo) y las competencias, conocimientos, aptitudes y habilidades específicas necesarias para desempeñar satisfactoriamente el cargo.  El anuncio debe incluir también información sobre todo requisito de edad mínima o de carácter médico pertinente, tal como los aplicables a determinados cargos de seguridad pública, bomberos y controladores del tráfico aéreo.  En él se debe describir el método de evaluación que se utilizará para calificar y establecer el orden de precedencia de los aspirantes.  En el anuncio de vacante debe indicarse claramente la fecha límite para la presentación de aspiraciones.  Una vez que esa información se encuentra en la base de datos USAJOBS, la OPM transmite esa información electrónicamente a las oficinas de servicios de empleo de los estados en todo el país.  

Nota: USAJOBS es el sistema de información de empleo del Gobierno federal, y proporciona información en línea sobre cargos vacantes a todo el mundo, hojas informativas sobre empleo, solicitudes de empleo y formularios.  Este sitio tiene también capacidades de elaboración y transmisión electrónica de curricula vitae, para que quienes buscan empleo puedan presentar sus aspiraciones para cargos en línea.  USAJOBS se actualiza todos los días hábiles a partir de una base de datos de más de 25.000 oportunidades de empleo en todo el mundo, y está a disposición, en diversos formatos, de quienes buscan empleo, como garantía del acceso de aspirantes con diferentes capacidades físicas y tecnológicas.  Además el sistema remite diariamente a usuarios registrados más de 260.000 alertas por correo electrónico referentes a nuevas publicaciones de vacantes.  Es conveniente, de fácil utilización por el usuario, accesible a través de una computadora o un teléfono, y está disponible las 24 horas del día los siete días de la semana.
iv. Recursos de impugnación previstos para los sistemas de selección.

Para impugnar una decisión adoptada en el proceso de selección hay diversas vías, que dependen de la infracción aducida por el solicitante.  El solicitante que cree que un organismo federal ha realizado actos discriminatorios contra él está facultado para presentar una reclamación ante ese organismo.  Si la investigación y decisión del organismo no le resultan satisfactorias, puede impugnar esa decisión ante la Comisión de Igualdad de Oportunidades de Empleo de los Estados Unidos.  Si cree que el organismo ha incurrido en una práctica de personal prohibida puede también presentar una reclamación ante la Oficina del Asesor Jurídico Especial, que es otro organismo independiente establecido por la Ley de Reforma del Servicio Civil.  

v. Excepciones relevantes en relación con los anteriores aspectos.

El Poder Ejecutivo da preferencia en la contratación a determinados veteranos de las Fuerzas Armadas, basándose en condiciones establecidas en la ley en la sección 2108, título 5 del Código de los Estados Unidos.  En general, esa “preferencia para los veteranos” se otorga a quienes quedaron discapacitados mientras prestaban servicios en las Fuerzas Armadas o prestaron servicios en una campaña militar o durante períodos específicos de nuestra historia.  La preferencia está reservada a los miembros de las Fuerzas Armadas dados de baja honorable del servicio activo.  La preferencia para los veteranos se estableció en el sistema de contratación federal para reconocer las pérdidas económicas experimentadas por los ciudadanos que sirvieron a su país en las filas de las Fuerzas Armadas en períodos de contienda, lograr que los veteranos recuperen una posición competitiva favorable para el empleo en el Gobierno, y reconoce la obligación, de mayor alcance, cuyo cumplimiento tienen derecho a exigir los veteranos discapacitados.  Los veteranos que cumplen los requisitos necesarios para obtener esa preferencia tienen derecho a una situación más ventajosa que otros aspirantes.  La notificación de esta preferencia se incluye en todos los anuncios de empleo, para que todos los postulantes la conozcan.

Ciertas otras excepciones hacen que se eliminen cargos del servicio de designación por concurso, y se transfieran al servicio exceptuado.  Los organismos exceptuados del servicio de concurso establecen sus propias políticas y procedimientos de contratación y de personal conforme a los parámetros específicos de su estatuto.  Ejemplos de excepciones establecidas por vía legal en el título 5, U.S.C., sistema de contrataciones por concurso, son, los siguientes:


Cargos de inteligencia del Departamento de Defensa previstos en el capítulo 83 del título 10, 
U.S.C.


Oficina Federal de Investigaciones, previstos en el capítulo 33 del título 18, U.S.C.


Administración Federal de Aviación, previstos en el capítulo 401 del título 49, U.S.C.


Dirección del Valle de Tenesí, previstos en el capítulo 12A del título 16, U.S.C. 

Otras leyes establecen sistemas de personal independientes dentro del Poder Ejecutivo, administrados por organismos distintos de la OPM; por ejemplo, el Servicio Exterior establecido conforme a l capítulo 52 del título 49, U.S.C., es administrado por el Departamento de Estado de los Estados Unidos.

Aunque algunos sistemas de personal pueden estar exceptuados del sistema de contrataciones por concurso del título 5, la ley que exceptúa al sistema puede imponer al organismo la obligación de seguir aplicando ciertas disposiciones de ese título.  Por ejemplo, la Administración Federal de Aviación debe seguir brindando la preferencia para veteranos para la contratación conforme al título 5.  

La OPM, por delegación del Presidente, puede exceptuar a determinados cargos del sistema de contratación por concurso; no obstante, las personas seleccionadas para esos cargos no pueden ser empleados en el servicio competitivo a menos que compitan en el marco del sistema de contratación por concurso arriba descrito.

Una vez que una persona compite para el servicio de designación por concurso y es designada, adquiere un estatuto que le permite pasar de un cargo a otro en el servicio por concurso sin tener que volver a competir con el público en general conforme a los procedimientos arriba descritos.  Los organismos federales pueden limitar su régimen de contratación a los empleados actuales que hayan sido contratados por concurso, o bien, en forma concurrente, considerar a los candidatos que hayan adquirido ese estatuto cuando también realicen contrataciones en virtud del sistema de concurso.  Los organismos pueden seleccionar y designar a cualquier persona en el marco de facultades de designación autorizadas conferidas por el Congreso, el Presidente o la OPM.

b. En relación con la pregunta a), mencione los resultados objetivos que se han obtenido, incluyendo los datos estadísticos disponibles.
 


Niveles de empleo del servicio de designación por concurso federal a:



Junio de 2007 – 1.283.548



Diciembre de 2006 – 1.285.266



Diciembre de 2005 – 1.289.415



Diciembre de 2004 – 1.302.229


Total de nuevas contrataciones:

2006:

237.525

2005:

247.241

2004:

246.086

2003:

431.120 (incremento debido a la dotación de personal del nuevo Departamento de 



Seguridad Interior)

2002:

290.991

En www.fedscope.opm.gov se encontrarán estadísticas adicionales.

 2) SISTEMAS PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS POR PARTE DEL ESTADO.

a. ¿Existen en su país normas y/u otras medidas que establezcan sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado? En caso afirmativo, describa brevemente los principales sistemas, señalando sus características y principios y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en los que estén previstos.  Describa también cómo los anteriores sistemas aseguran en su país la publicidad, equidad y eficiencia.

Estados Unidos tienen un sistema de leyes y reglamentos que rigen la adquisición de bienes y servicios por parte de organismos federales.  Existe un sistema de adquisiciones a nivel federal o central y otro para cada estado.  La respuesta a este cuestionario se aplica exclusivamente al nivel federal.  Cada estado tiene su propia autoridad independiente y lleva a cabo sus adquisiciones sobre la base de sus propias leyes y reglamentos.  No obstante, como norma general los estados aplican muchas de las políticas que la ley o los reglamentos imponen a nivel federal, porque las consideran buenas prácticas operativas.

Las leyes que rigen el sistema de adquisiciones de los Estados Unidos figuran en los títulos 10, 41, y 31 del Código de los Estados Unidos (véanse los vínculos, infra).  El sistema de reglamentación de adquisiciones de los Estados Unidos, que implementa leyes del Código de los Estados Unidos, figura en el Sistema Federal de Reglamentación de Adquisiciones, que está formado por el Reglamento Federal de Adquisiciones (FAR, en sus siglas en inglés), que es el reglamento de adquisiciones aplicable en todo el Gobierno, y reglamentos de adquisiciones específicos de organismos, denominados suplementos de organismos.  El FAR es el principal de los documentos de políticas que rigen a los organismos federales en cuanto a la adquisición de bienes y servicios; los reglamentos de adquisiciones para organismos específicos implementan o suplementan el FAR, pero no pueden ser incompatibles con éste.  Ello ayuda a lograr que los oferentes estén sujetos a idénticas reglas cuando realizan negocios con diferentes organismos.  El FAR y los suplementos de organismos se pueden consultar en http://acquisition.gov/far/index.html.

El objetivo primordial de la legislación estadounidense sobre adquisiciones consiste en obtener los bienes y servicios más ventajosos para el Gobierno y a la vez promover un concurso pleno y abierto a través de un proceso justo y transparente.  El Sistema Federal de Reglamentación de Adquisiciones está destinado a proporcionar puntualmente el producto o servicio más valioso para el Gobierno y a la vez mantener la confianza pública y alcanzar objetivos de política pública.  

El sistema de adquisiciones de los Estados Unidos se basa en principios fundamentales de (1) apertura y competencia; (2) trato justo y transparencia; (3) valor equivalente al dinero gastado; (4) responsabilidad y debido proceso, y (5) no discriminación.  Las siguientes son las leyes que implementan esos principios:

Título 10, Código de los Estados Unidos

Sección 2304, Requisitos de competencia. -- http://frwebgate4.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=61518610029+0+0+0&WAISaction=retrieve 

Sección 2305, Planificación, solicitación, evaluación y adjudicación. -- http://frwebgate1.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=614985409736+0+0+0&WAISaction=retrieve
Título 41, Código de los Estados Unidos

Sección 253, Requisitos de competencia. -- http://frwebgate1.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=615121410228+0+0+0&WAISaction=retrieve
Sección 253a, Requisitos de planificación y solicitación. -- http://frwebgate5.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=614854142257+0+0+0&WAISaction=retrieve 

Sección 253b, Evaluación y Adjudicación. -- http://frwebgate5.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=614885151286+0+0+0&WAISaction=retrieve 

Sección 404, Oficina de Política Federal de Adquisiciones. -- http://frwebgate2.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=614694385781+0+0+0&WAISaction=retrieve 

Sección 405, Facultades y Funciones del Administrador. -- http://frwebgate4.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=61560911519+0+0+0&WAISaction=retrieve 

Sección 405a, Reglamento uniforme de adquisiciones. -- http://frwebgate4.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=6156809878+0+0+0&WAISaction=retrieve 

Sección 414b, Consejo de Oficiales Jefes de Adquisiciones. -- http://frwebgate1.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=615348410888+0+0+0&WAISaction=retrieve 

Sección 416, Avisos sobre adquisiciones. -- http://frwebgate6.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=614139140004+0+0+0&WAISaction=retrieve 

Sección 418b, Publicación de proyectos de reglamentos. -- http://frwebgate2.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=614902367597+0+0+0&WAISaction=retrieve 

Sección 421, Consejo Federal de Regulación de Adquisiciones. -- http://frwebgate6.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=614200139216+0+0+0&WAISaction=retrieve 

Sección 422, Junta de Normas de Contabilidad de Costos. -- http://frwebgate4.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=6158332828+0+0+0&WAISaction=retrieve 

Título 31, Código de los Estados Unidos

Secciones 3551 y siguientes, Facultades de la GAO de entender en impugnaciones de licitaciones.  – http://frwebgate4.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=63179420873+0+0+0&WAISaction=retrieve
El Código de los Estados Unidos puede consultarse, en general, en http://www.gpoaccess.gov/uscode/index.html.

Apertura y competencia

La Ley de Concurso para la Contratación (CICA, en sus siglas en inglés), codificada en los títulos 10, 31 y 41 del Código de los Estados Unidos, impone un criterio de concurso pleno y abierto para las adquisiciones federales, lo que significa que todos los proveedores interesados pueden ofrecer y participar en determinada adquisición.  Para incrementar la competencia y ampliar la participación del sector privado, toda la información requerida para los proveedores para preparar ofertas que respondan a los llamados está a su disposición, incluidos los criterios de adjudicación del contrato.  En toda la información proporcionada a los potenciales participantes los requisitos del Gobierno deben describirse en forma clara, precisa y completa.  Se prohíben las especificaciones o requisitos restrictivos innecesarios que puedan limitar el número de participantes.

No obstante la aplicación de un criterio de concurso completo y abierto, los organismos federales necesitan flexibilidad para cumplir requisitos imprevistos.  Por lo tanto la CICA permite a los organismos federales limitar el concurso en ciertas circunstancias, que son las siguientes: (1) cuando sólo una fuente responsable pueda cumplir los requisitos del organismo; (2) cuando exista una urgencia inusual e imperiosa; (3) con fines de movilización industrial; (4) cuando lo requiera un acuerdo internacional; (5) cuando la ley lo autorice; (6) con fines de seguridad nacional, y (7) cuando existe una razón de interés público.  Un organismo federal no puede comenzar un proceso de adquisición por concurso limitado a menos que justifique haber aplicado esas medidas.  En la justificación debe incluirse suficiente información, incluida la descripción de los suministros o servicios, las calificaciones singulares del proveedor, la descripción de los esfuerzos realizados para garantizar que se invite a enviar ofertas al mayor número de oferentes posible, para respaldar completamente la medida.  Véase FAR, parte 6.  http://acquisition.gov/far/current/html/FARTOCP06.html#wp280339 

La CICA también permite a los organismos restringir el concurso a determinadas categorías de proveedores, por razones de política pública.  Por ejemplo, se “reservan” determinadas adquisiciones para pequeñas empresas, y determinados suministros y servicios deben adquirirse a entidades que den empleo a personas ciegas o gravemente discapacitadas y a Industrias de Prisiones Federales, que es una corporación de propiedad plena del Gobierno que da empleo a reclusos.  Véase FAR, partes 8 y 19.  http://acquisition.gov/far/current/html/FARTOCP08.html#wp226853 y http://acquisition.gov/far/current/html/FARTOCP19.html#wp223561 

Trato justo y transparencia

El sistema de adquisiciones de los Estados Unidos impone la obligación de trato justo a proveedores prospectivos y actuales, mediante el ejercicio de discrecionalidad, la utilización de un sólido criterio de negocios y el cumplimiento de todas las leyes y reglamentos.  La justicia en el trato requiere una comunicación abierta entre el Gobierno y el público.

La transparencia en las adquisiciones públicas garantiza que todos los participantes conozcan las normas.  Los proyectos de reglamentos de adquisiciones deben publicarse para obtener comentarios públicos antes de que se hagan preceptivos.  Los comentarios del público se examinan y se consideran para la elaboración del reglamento definitivo antes de que se haga efectivo.  Véase FAR, parte 1.5.  http://www.arnet.gov/far/current/html/Subpart%201_5.html#wp1043787
Como garantía adicional de transparencia deben anunciarse, salvo escasas excepciones, las oportunidades de adquisiciones por más de US$25.000; los criterios de evaluación deben hacerse públicos; las especificaciones técnicas deben basarse en el desempeño en la mayor medida posible, y los contratos deben adjudicarse sobre la base de los criterios de evaluación que figuran en los documentos de las licitaciones.  Esos criterios consisten en factores de evaluación y subfactores significativos adaptados a la adquisición de que se trate.  Todos los factores y subfactores significativos que hayan de afectar a la adjudicación del contrato, y su importancia relativa, deben enunciarse claramente en la documentación de la licitación.  Véase FAR, partes 5, 10, 14, 15 (http://acquisition.gov/far/index.html) y http://www:fedbizopps.gov
Los organismos tienen la obligación de proporcionar explicaciones a los oferentes insatisfechos, para examinar sus ofertas y analizar eventuales fallas que hayan contribuido a que no se les adjudique un contrato.  En general esas explicaciones se dan dentro de un plazo breve posterior al anuncio de la adjudicación.  Véase FAR, partes 14, 15.  http://acquisition.gov/far/current/html/FARTOCP14.html#wp301185 y http://acquisition.gov/far/current/html/FARTOCP15.html#wp246607 
Valor equivalente al dinero gastado

Los organismos federales tienen la obligación de lograr que las compras se efectúen y los contratos se adjudiquen exclusivamente a potenciales proveedores responsables.  Para determinarlo el Gobierno examina la suficiencia de las finanzas del potencial proveedor; la capacidad de éste de cumplir el programa de entrega o desempeño requerido o propuesto; todo antecedente relacionado con el desempeño anterior, la integridad y la ética de negocios, y la organización, las aptitudes y servicios técnicos.  Véase FAR, subparte 9.1.  http://acquisition.gov/far/current/html/Subpart%209_1.html#wp1084058
Cuando se concluye que lo más conveniente para el Gobierno es adjudicar un contrato a un oferente cuya oferta no sea la de más bajo precio, el proceso de adquisiciones de los Estados Unidos contienen un mecanismo de evaluación del “valor óptimo”, que implica una solución de compromiso entre costos y aptitudes técnicas, y está destinado a brindar al Gobierno el mayor beneficio posible a la vez que se mantiene una integridad que garantice trato justo con los proveedores.  Cuando se utiliza un proceso de ese género el documento de la licitación debe establecer claramente todos los factores de evaluación y los subfactores significativos que hayan de afectar a la adjudicación del contrato y a su importancia relativa.  En los documentos debe indicarse también si todos los factores de evaluación, salvo el costo o el precio, combinados, son significativamente más importantes que, aproximadamente iguales a, o significativamente menos importantes que, el costo o el precio.  Véase FAR, parte 15.  http://acquisition.gov/far/current/html/FARTOCP15.html#wp246607 

Responsabilidad y debido proceso

Los detalles sobre la manera de resolver esas cuestiones a nivel de los organismos federales y de la Oficina de Responsabilidad Gubernamental (GAO, en sus siglas en inglés) se enuncian en el FAR, parte 33.  http://acquisition.gov/far/current/html/FARTOCP33.html#wp223483 El interesado que sea un oferente actual o potencial, incluidas las entidades no estadounidenses, pueden presentar una reclamación ante la GAO, relativa a (1) la documentación de la licitación; (2) la cancelación de la documentación de la licitación; (3) la adjudicación de un contrato propuesto; (4) la terminación o cancelación de una adjudicación; (5) la terminación o cancelación de una adjudicación del contrato.  La GAO emite su decisión relativa a una reclamación dentro de los 100 días siguientes a la fecha de presentación de la reclamación, o dentro de un plazo de 65 días, en el marco de una opción expresa.  En la mayoría de los casos la adquisición se suspenderá mientras la GAO examina la reclamación.  

Se insta a los oferentes a que antes de presentar una propuesta ante la GAO resuelvan sus diferencias con el organismo federal, lo que pueden hacer informalmente, a través de debates abiertos y francos con el organismo contratante, o a través de una protesta formal ante el organismo.  Los organismos emplean métodos poco costosos, informales y sencillos desde el punto de vista procesal, para facilitar la resolución de los asuntos.  Esto incluirá la utilización de mecanismos alternativos de solución de diferencias.

No discriminación

La regla básica para lograr la no discriminación es que las leyes, reglamentos, políticas, directrices administrativas, procedimientos y prácticas sobre adquisiciones no se preparen, adopten ni apliquen en forma de brindar protección, favorecer, dar preferencia a, o discriminar contra los bienes, servicios o suministros de determinado proveedor o economía.  La utilización de prácticas discriminatorias en las adquisiciones públicas va en detrimento del proceso de concurso y por lo tanto de la capacidad del Gobierno de lograr el mayor valor posible por su dinero.  Este principio se aplica en todas las etapas de las adquisiciones públicas de los Estados Unidos; a saber: 

(1) Idéntica información sobre oportunidades de adquisiciones está a disposición de todos los potenciales proveedores a través de anuncios en un sitio web abierto, FEDBIZOPPS.  (http://www:fedbizopps.gov)

(2) Los criterios de calificación de proveedores, evaluación de ofertas y adjudicación de contratos se basan exclusivamente en la capacidad de cumplir los requisitos sobre adquisiciones, tales como competencia técnica y administrativa y consideraciones de costos, y no favoritismo.

(3) Cuando no resulta práctico realizar un concurso pleno y abierto, la limitación de la competencia se basa en criterios objetivos encaminados a cumplir requisitos legítimos del Gobierno.

(4) Las especificaciones no se preparan, adoptan o aplican con la finalidad o el efecto de crear sesgos a favor o en contra de los suministros o servicios de determinado proveedor.

(5) Cuando se utiliza la negociación para cierta adquisición, las deliberaciones con los oferentes se realizan en forma estructurada y ética, y no con la intención o el efecto de discriminar entre suministros o servicios de diferentes oferentes.

(6) No se excluye de la adquisición injustificadamente a ningún oferente.

(7) Se pone a disposición de los oferentes insatisfechos la información pertinente.

Además Estados Unidos restringe la participación de proveedores extranjeros cuyos gobiernos no hayan convenido en proporcionar salvaguardias procesales y oportunidades de acceso al mercado similares para proveedores de los Estados Unidos en sus mercados de adquisiciones públicas.  Esta prohibición sobre compras que aparece en la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979 puede dispensarse tratándose de suministros de cualquier gobierno que convenga en proporcionar esas salvaguardias y acceso a proveedores estadounidenses.  Véanse las secciones 2501 y siguientes del título 19 del Código de los Estados Unidos.

Se aplican otras restricciones a la adquisición de suministros, por razones de política pública.  La Ley “Buy American” de 1933 estableció preferencias para la adquisición de suministros de origen nacional.  Esas preferencias se dispensan a favor de las partes del Acuerdo sobre Compras del Sector Público de la Organización Mundial del Comercio (OMC), el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) y otros acuerdos de libre comercio, para productos cuyo valor supere ciertos umbrales.  Véanse las secciones 10 y siguientes, del título 41 del Código de los Estados Unidos.

En relación con lo anterior, refiérase, entre otros, a los siguientes aspectos:

(i).  Sistemas de contratación con licitación pública y sin licitación pública.

La regla general, para optar entre una licitación pública y otra privada, es que debe aplicarse el criterio del concurso pleno y abierto, que permita a todos los proveedores interesados participar en la adquisición.  No obstante, como se señaló en el análisis que antecede sobre “Apertura y competencia”, en ciertas circunstancias se permite un concurso limitado.  La CICA permite a los organismos federales limitar el concurso en seis circunstancias.  Véase FAR, parte 6.  http://acquisition.gov/far/current/html/Subpart%206_3.html#wp1086841 

Ningún organismo federal puede iniciar una adquisición en virtud de este régimen a menos que justifique la utilización de esas medidas.  La justificación debe incluir la descripción de los suministros o servicios, la singularidad de las calificaciones de los proveedores y la descripción de los esfuerzos realizados para lograr que se soliciten ofertas al mayor número de oferentes posible, para respaldar plenamente la medida.  Puede no justificarse una contratación en que no se realice un concurso pleno y abierto sobre la base de (1) falta de planificación anticipada o (2) preocupaciones relacionadas con el volumen de los fondos disponibles para la adquisición de los suministros o servicios.

(ii) Autoridades rectoras o administradoras de los sistemas y mecanismos de control.

(1) La Oficina de Política Federal de Adquisiciones

La Oficina de Política Federal de Adquisiciones se estableció para proporcionar orientación global a las políticas, reglamentos, procedimientos y formularios de adquisiciones públicas, para organismos ejecutivos, y para brindar economía, eficiencia y eficacia en la adquisición de bienes y servicios por parte del Poder Ejecutivo federal.  Preside la oficina el Administrador de la Política Federal de Adquisiciones, que es designado por el Presidente y confirmado por el Senado de los Estados Unidos.  Véase 41 U.S.C. 404

(2) El Consejo Federal de Regulación de Adquisiciones

El Consejo Federal de Regulación de Adquisiciones fue establecido para que colabore en la dirección y coordinación de la política de adquisiciones a nivel de todo el Gobierno y de las actividades de reglamentación de todo el Gobierno en el Gobierno federal.  Véase 41 U.S.C. 421

(3) La Junta de Normas de Contabilidad de Costos.

La Junta de Normas de Contabilidad de Costos tiene la potestad exclusiva de elaborar, promulgar, enmendar y revocar normas de contabilidad de costos y la interpretación de las mismas, destinadas a lograr uniformidad y coherencia en las normas de contabilidad de costos que rigen la medición, la asignación y distribución de costos a contratos dentro de los Estados Unidos.  Véase 41 U.S.C. 422

(4) El Consejo de Oficiales Jefes de Adquisiciones.

El Consejo de Oficiales Jefes de Adquisiciones se estableció para realizar el seguimiento del desempeño de las actividades y programas de adquisiciones del organismo ejecutivo, evaluar los resultados de esos programas sobre la base de mediciones pertinentes de resultados y asesorar a la dirección del organismo ejecutivo en lo referente a la estrategia de negocios apropiada para lograr la misión del organismo ejecutor.  Véase 41 U.S.C. 414b.

(5) Los Inspectores Generales.

Los Inspectores Generales son unidades independientes y objetivas dentro de cada organismo federal, autorizadas para realizar investigaciones y auditorías de los programas y operaciones del organismo y llegar a conclusiones.

(6) La Oficina de Responsabilidad Gubernamental.

La Oficina de Responsabilidad Gubernamental es una rama independiente del Congreso autorizada a realizar investigaciones y emitir informes sobre programas de los organismos, bajo la dirección de un miembro del Congreso.

(7) Comités Parlamentarios de Supervisión.

Los Comités Parlamentarios de Supervisión están autorizados para realizar el seguimiento de las operaciones de organismos federales, realizar audiencias sobre programas de organismos, cuando corresponda, y diseñar correctivos frente a fallas de programas federales, incluida la sanción de nuevas normas.

(8) El Departamento de Justicia de los Estados Unidos.

El Departamento de Justicia de los Estados Unidos está autorizado a dictar procesamientos por violaciones de leyes, incluidas las relacionadas con adquisiciones.

(iii) Registro de contratistas.
Se mantienen, por diversas razones, varios sistemas de registro de contratistas:

(1) El Registro Central de Contratistas (CCR, en sus siglas en inglés) es la base de datos primaria de entidades registradas para el Gobierno federal de los Estados Unidos.  Recoge, valida, almacena y difunde datos en respaldo de cada una de las actividades de adquisiciones de los organismos.  Se estableció y se mantiene para incrementar la visibilidad de las fuentes de vendedores correspondientes a sistemas y servicios específicos y para establecer una fuente común de datos de vendedores para el Gobierno.  Con escasas excepciones, los contratistas tienen la obligación de registrarse en la base de datos antes de que se les pueda adjudicar un contrato.  Véase http://www.ccr.gov/
(2) Las listas de oferentes calificados comprenden a los oferentes que hayan sometido a pruebas a sus productos y cumplido todos los requisitos de calificación aplicables para ese producto o hayan cumplido de otro modo todos los requisitos de calificación aplicables.

(iv) Medios electrónicos y sistemas de información para la contratación pública.

El Gobierno federal mantiene varios sistemas electrónicos:

(1.) El Sistema Federal de Datos de Adquisiciones (FPDS, en sus siglas en inglés) establece un mecanismo general de reunión, organización y presentación de datos sobre contratos referentes al Gobierno federal.  Los datos proporcionan una base para informes recurrentes y especiales y un medio de garantizar y evaluar el impacto de la contratación federal en la economía del país.  Véase http://www.fpds.gov.

(2) Punto de Entrada del Gobierno (a través de Internet)--FEDBIZOPPS.  Tal como lo requiere la ley, los organismos deben emitir avisos públicos de adquisiciones propuestas por un monto superior a US$25.000, y publicar los pliegos de licitaciones, con inclusión de especificaciones, datos técnicos y otra información pertinente para ampliar las posibilidades de concursos.  Según ahora lo requiere la ley ello debe cumplirse a través del único punto de entrada del Gobierno federal, en http://www.fedbizzopps.gov.  

(v) Contratos para obras públicas.

Estos contratos, conocidos también como contratos de construcción, se rigen, en su mayor parte, por un conjunto de reglas idéntico al establecido para la adquisición de suministros y servicios.  Los contratos de servicios de arquitectos e ingenieros deben establecerse mediante la utilización de un sistema de evaluación basado en la calidad, en contraposición con sistemas basados en los costos.  Véase FAR, parte 36.  http://acquisition.gov/far/current/html/FARTOCP36.html#wp223483 

(vi) Identificación de los criterios para la selección de contratistas (por ejemplo precio, calidad y calificación técnica.

El Gobierno de los Estados Unidos basa su decisión sobre adjudicación  de contratos en factores de evaluación y subfactores significativos adaptados a la adquisición.  Tales factores y subfactores deben representar los ámbitos esenciales de importancia que han de considerarse en la decisión de selección y deben respaldar útiles comparaciones entre dos o más propuestas contrapuestas.  Los factores y subfactores de evaluación están sujetos a la amplia discrecionalidad del organismo, pero deben incluir: (1) precio o costo para el Gobierno; (2) calidad del producto o servicio; (3) desempeño anterior, y (4) margen de participación de pequeñas empresas.  Todos los factores y subfactores significativos que afecten a la adjudicación del contrato y a su relativa importancia se deben enunciar claramente en la documentación de la licitación.  Véase FAR, parte 15.  http://acquisition.gov/far/current/html/FARTOCP15.html#wp246607 

(vii) Recursos de impugnación
Como primer paso se insta a los oferentes a resolver sus diferencias con el organismo federal, lo que puede cumplirse informalmente mediante deliberaciones abiertas y francas con el oficial de contratación o a través de una protesta formal ante el organismo.  Los organismos utilizan métodos poco costosos, informales y procesalmente sencillos para facilitar la resolución, que incluyen la utilización de mecanismos alternativos de solución de diferencias.

Una vía más formal es la de la Oficina de Responsabilidad Gubernamental (GAO), una dependencia del Congreso de los Estados Unidos.  Toda parte interesada que sea oferente actual o potencial, incluidas entidades no estadounidenses, puede presentar una reclamación ante la GAO, relativa a (1) la documentación de la licitación; (2) la cancelación de la documentación de la licitación; (3) la adjudicación de un contrato propuesto; (4) la terminación o cancelación de una adjudicación; (5) la terminación o cancelación de una adjudicación del contrato.  La GAO emite su decisión relativa a una reclamación dentro de los 100 días siguientes a la fecha de presentación de la reclamación, o dentro de un plazo de 65 días, en el marco de una opción expresa.  En la mayoría de los casos la adquisición se suspenderá mientras la GAO examina la reclamación.  En FAR, parte 33, aparecen detalles sobre la manera de resolver esas cuestiones a nivel de los organismos federales y de la GAO.  http://acquisition.gov/far/current/html/FARTOCP33.html#wp223483 

b. En relación con la pregunta a), mencione los resultados objetivos que se han obtenido, incluyendo los datos estadísticos disponibles (por ejemplo: porcentaje de contratos adjudicados por licitación pública; y sanciones impuestas a contratistas).

En virtud del conjunto de leyes y reglamentos el Gobierno de los Estados Unidos tiene un sistema de adquisiciones que (1) le proporciona puntualmente el valor o servicio óptimo; (2) reduce al mínimo los costos operativos administrativos; (3) realiza las operaciones con integridad, justicia y en forma abierta, y (4) cumple objetivos de política pública.  

Estados Unidos mantiene una amplia base de datos sobre adquisiciones públicas en el Sistema Federal de Datos de Adquisiciones.  Véase http://www.fpds.gov.  Como ejemplo de datos disponibles, en el ejercicio de 2006 el Gobierno de los Estados Unidos adjudicó contratos por un valor de más de US$300.000 millones.  La adjudicación de más del 60% de ellos se basó en concursos plenos y abiertos.

Con respecto a las sanciones, los contratistas pueden ser excluidos o suspendidos en caso de acusación o sentencia condenatoria por fraude o un delito penal, violación de la legislación antimonopolística, comisión de desfalcos, hurtos, falsificaciones, sobornos, adulteraciones de documentos o comisión de cualquier transgresión que indique falta de integridad de negocios que afecte directamente la capacidad del contratista de cumplir el contrato.  Los organismos federales no pueden invitar a realizar ofertas o adjudicar contratos a contratistas que hayan sido excluidos o suspendidos, o cuya exclusión o suspensión se haya propuesto para las contrataciones públicas.  La Administración de Servicios Generales de los Estados Unidos opera la Lista de Entidades Excluidas, basada en Internet, que comprende a los contratistas excluidos, suspendidos, o cuya exclusión se haya propuesto.  Véase http://www.epls.gov.

CAPÍTULO SEGUNDO

SISTEMAS PARA PROTEGER A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y CIUDADANOS PARTICULARES QUE DENUNCIEN DE BUENA FE ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO III, PÁRRAFO 8 DE LA CONVENCIÓN)
a.  ¿Existen en su país normas y/u otras medidas que establezcan sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción incluyendo la protección de su identidad? En caso afirmativo, describa brevemente dichos sistemas y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en los que estén previstos.


Estados Unidos tiene un sistema de leyes y reglamentos que rigen la protección de funcionarios públicos y ciudadanos privados que de buena fe denuncien actos de corrupción y conducta impropia.  Las leyes aplicables a los empleados federales pueden encontrarse en el título 5 del Código de los Estados Unidos, capítulo 12, que más abajo se cita.  La mayoría de los estados tienen leyes individuales que protegen a los ciudadanos privados que efectúan denuncias.  Como esas leyes estatales varían, en esta sección se consideraran las leyes aplicables a la protección de empleados federales que formulan denuncias.

i.  Mecanismos de denuncia (por ejemplo: denuncia anónima y denuncia con protección de identidad)
La Oficina del Asesor Jurídico Especial de los Estados Unidos (OSC, en sus siglas en inglés), que es un organismo del Poder Ejecutivo federal, tiene una Unidad de Denuncias (DU, en sus siglas en inglés) que sirve como conducto seguro para la recepción y evaluación de denuncias formuladas por empleados federales, ex empleados federales y solicitantes de empleo federal.  5 U.S.C. § 1213.  En tal carácter, la Unidad recibe y evalúa los datos presentados por denunciantes.  Las denuncias independientes y diferentes de las reclamaciones por represalias o retorsión frente a denuncias son examinadas por la División de Investigación y Procesamiento (IPD, en sus siglas en inglés) de la OSC, por tratarse de prácticas de personal potencialmente prohibidas.

La legislación federal garantiza la confidencialidad de los denunciantes.  No obstante, en el caso inusual de que el Asesor Jurídico Especial concluya que existe un peligro inminente para la salud o la seguridad pública o violación de la legislación penal, el Asesor Jurídico Especial está facultado para revelar la identidad del denunciante.  5 U.S.C. § 1213(h).  


El Asesor Jurídico Especial puede ordenar al director de un organismo que investigue la denuncia e informe al respecto, y después de la investigación de ese tipo que se realice debe remitir el informe del organismo, junto con los comentarios del denunciante, al Presidente y a los comités de supervisión del Congreso.  

Los abogados de la Unidad examinan cinco tipos de denuncias especificadas en la ley: las correspondientes a violaciones de leyes, otras normas o reglamentos; actos de administración groseramente impropios; grosero derroche de fondos; abuso de autoridad, y peligro sustancial y específico a la salud y la seguridad pública.  5 U.S.C. § 1213(b).  Las denuncias se evalúan para establecer si existe o no suficiente información como para concluir con razonable probabilidad que la denuncia cumple algunas de esas condiciones.  

Requisitos en materia de jurisdicción

La Unidad de Denuncias tiene jurisdicción sobre los empleados federales, ex empleados federales y solicitantes de empleo federal.  Es importante tener presente que toda denuncia debe estar relacionada con un hecho ocurrido en relación con el cumplimiento de las obligaciones y responsabilidades por parte de un empleado.  La Unidad de Denuncias carece de jurisdicción para entender en denuncias presentadas por: 

· Empleados del Servicio Postal y de la Comisión de Tarifas Postales de los Estados Unidos; 

· Miembros de las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos (es decir personal no civil de las Fuerzas Armadas);

· Empleados estatales que operen en virtud de concesiones federales; 

· Empleados de contratistas federales.

ii.
Mecanismos para denunciar amenazas o represalias
La sección 2302(b)(8) del título 5 del Código de los Estados Unidos, conocida como Ley de Protección de Informantes Confidenciales (WPA, en sus siglas en inglés) (http://frwebgate4.access.gpo.gov/cgi-bin/waisgate.cgi?WAISdocID=7711439100+0+0+0&WAISaction=retrieve) prohíbe a todo empleado federal autorizado a adoptar, ordenar a otros que adopten, recomendar o aprobar cualquier medida de personal, realizar represalias en caso de denuncias, es decir, adoptar, no adoptar, o amenazar con adoptar o no adoptar una medida de personal con respecto a cualquier empleado o solicitante en virtud de que éste haya dado a conocer información que razonablemente considere probatoria de la violación de una ley, otra norma o reglamento; actos de administración groseramente impropios; grosera disipación de fondos; abuso de autoridad, y peligro sustancial y específico a la salud y la seguridad pública.  Algunas divulgaciones están prohibidas por la ley o sujetas a una Orden Ejecutiva que dispone que se mantengan específicamente secretas en interés de la defensa nacional o la conducción de las relaciones exteriores, en cuyo caso la denuncia sólo goza de protección si se efectúa ante el Asesor Jurídico Especial, el Inspector General, o una autoridad de rango comparable del organismo.

Para que se configure una violación de la WPA se debe estar ante la aplicación o amenaza de aplicación de una medida de personal (por ejemplo una designación, un ascenso, una reasignación o una suspensión).  

La OSC tiene jurisdicción en casos de violaciones de la WPA cometidas contra la mayoría de los empleados o aspirantes a empleo de organismos del Poder Ejecutivo y la Imprenta Oficial de los Estados Unidos.  La OSC tiene jurisdicción en alegaciones de represalias contra denunciantes relativas a empleados 

· Las corporaciones públicas que figuran en 31 U.S.C. § 9101; 

· La Administración de Seguridad del Transporte (TSA, en sus siglas en inglés).  (Más abajo aparece información adicional con respecto a la TSA).

· Los empleados de la TSA que no son inspectores pueden presentar denuncias sobre supuestas represalias correspondientes a denuncias que den lugar a protección conforme a 5 U.S.C. § 2302(b)(8).  La OSC procesa esas denuncias conforme a sus procedimientos ordinarios, inclusive presentando peticiones ante la Junta de Protección de Sistemas de Mérito, si corresponde.

· Los inspectores de seguridad de la TSA también pueden presentar denuncias sobre supuestas represalias correspondientes a denuncias protegidas previstas en 5 U.S.C. § 2302(b)(8) en virtud de un Memorando de Entendimiento entre la OSC y la TSA otorgado el 28 de mayo de 2002.  El Memorando de Entendimiento y la Directriz de la TSA HRM Letter No. 1800-01 confieren a la OSC la facultad de investigar denuncias de represalias contra denunciantes y recomendar a la TSA que adopte medidas correctivas o disciplinarias cuando corresponda.  
 

La OSC carece de jurisdicción con respecto a prácticas de personal prohibidas de que hayan sido objeto empleados de: 

· La Agencia Central de Inteligencia, la Agencia de Inteligencia de Defensa, la Agencia Nacional de Seguridad y ciertos otros organismos de inteligencia excluidos por el Presidente; 

· La Oficina de Responsabilidad Gubernamental; 

· La Oficina Federal de Investigaciones; 

· El Servicio Postal de los Estados Unidos (salvo por denuncias de nepotismo; véase supra); y

· La Comisión de Tarifas Postales.  

Tratándose de organismos que no estén comprendidos en la jurisdicción de la OSC, los empleados pueden presentar denuncias sobre prácticas de personal prohibidas (PPP) ante la Oficina del Inspector General de su organismo, a través de procedimientos de formulación de quejas internos del organismo, o a través de su sindicato, si están cubiertos por un acuerdo de negociación colectiva.

Los empleados federales, los ex empleados federales y los aspirantes a empleo federal pueden presentar denuncias sobre supuestas represalias por presentación de denuncias llenando el Formulario 11 de la OSC, en línea en el sitio web de la OSC, por correo o por facsímile.

La OSC solicita a todo aquel que promueva la realización de una investigación sobre posibles represalias por formulación de denuncias que elija una de tres declaraciones de consentimiento (Form OSC-49) en que explique las comunicaciones necesarias entre la OSC y el organismo de que se trate.  La persona puede optar por consentir que su nombre se revele con fines de investigación, consentir en la revelación de su nombre con fines de investigación sólo si la OSC lo cree necesario para realizar la investigación (la OSC se pone en contacto con la persona antes de esa revelación), o puede optar por no consentir en que su nombre se dé a conocer.  Como cuestión práctica, suele ser necesario conocer la identidad del denunciante para realizar una investigación cabal de las alegaciones.  Si ello ocurre y la persona ha optado por no consentir en la revelación de su identidad, se informa a la persona que a falta de esa declaración, la OSC puede no estar en condiciones de realizar una investigación, y que el expediente de la denuncia de la persona puede clausurarse sobre la base de que la persona no quiere modificar la declaración de consentimiento que ha elegido.  

Tras una calificación inicial para determinar si la OSC tiene jurisdicción para entender en una denuncia y si existe suficiente información como para que la OSC crea razonablemente que se ha cometido una violación, la División de Investigación y Procesamiento de la OSC realiza una investigación completa para revisar los registros pertinentes y entrevistar a denunciantes y testigos que conozcan los hechos alegados.  Las cuestiones no resueltas durante la fase de investigación serán sometidas a un examen y análisis jurídico para establecer si en la investigación de la IPD se ha comprobado la violación de una ley, otra norma o reglamento, y si el asunto justifica la adopción de medidas correctivas, disciplinarias o unas y otras.  

El denunciante que pretenda obtener protección puede solicitar al Asesor Jurídico Especial que demore, o "suspenda" la adopción de una medida de personal que lo perjudique mientras se esté realizando una investigación a cargo de la OSC.  Si el Asesor Jurídico Especial tiene motivos razonables para creer que la medida propuesta o adoptada obedece a represalias por denuncias, puede solicitar al organismo en cuestión que demore la aplicación de la medida de personal.  Si el organismo no accede a ello, la OSC puede solicitar a la Junta de Protección de Sistemas de Mérito de los Estados Unidos (MSPB, en sus siglas en inglés) que suspenda la medida.  La OSC no puede suspender por sí misma una medida de personal.

Si existen pruebas suficientes demostrativas de una violación de la WPA, la OSC puede solicitar la adopción de medidas correctivas, disciplinarias, o de ambos géneros.  Alternativamente, en casos seleccionados las partes pueden convenir en la mediación de su diferencia para llegar a una resolución mutuamente aceptable sobre la denuncia de represalias.

Medida correctiva.  La OSC puede mantener deliberaciones con un organismo en cualquier etapa de un asunto pendiente para procurar una solución aceptable para todas las partes.  La OSC sigue una política de negociación temprana y firme para lograr que se apliquen medidas correctivas apropiadas (y/o medidas disciplinarias) por aparentes violaciones.

Si un organismo no corrige una práctica de personal prohibida cuando la OSC lo solicita, también puede lograrse la imposición de medidas correctivas a través de procedimientos contenciosos seguidos ante la MSPB.  Ese procedimiento se inicia con la presentación, por parte de la OSC, de una petición en que se alegue que existen motivos razonables para creer que se ha incurrido o está a punto de incurrirse en una práctica de personal prohibida.  Entre las medidas correctivas que puede disponer la MSPB figuran la reposición en el cargo, la revocación de suspensiones y otras medidas sancionatorias, el reembolso de los honorarios de abogado, pagos retroactivos, costos médicos y de otro género, e indemnización de daños y perjuicios.  Véase 5 U.S.C. § 1214
Nota: Conforme a 5 U.S.C. § 1221, los empleados federales, los ex empleados federales y los solicitantes que aleguen haber sido objeto de alguna medida de personal por haber presentado denuncias pueden solicitar medidas correctivas interponiendo un recurso ante la MSPB.  Ese recurso se conoce como "derecho de acción individual" (DAI).  Por la ley, el empleado o solicitante debe promover medidas correctivas ante la OSC antes de promover un DAI.  El DAI puede presentarse: 

· Después que la OSC cierra un expediente en que se ha alegado una represalia en virtud de una denuncia; o

· Si la OSC no ha notificado al reclamante dentro de un plazo de 120 días a partir de la fecha en que recibió la alegación de represalia por denuncia que promoverá una medida correctiva.  

Los procedimientos de presentación de un DAI se enuncian en el reglamento de la MSPB, en 5 C.F.R. Part 1209.  (Corresponde señalar que la MSPB al considerar un DAI puede rehusarse a asumir jurisdicción sobre asuntos no específicamente planteados ante la OSC).

Medida disciplinaria.  La OSC puede promover medidas disciplinarias contra cualquier empleado de quien se crea que ha adoptado represalias contra un empleado federal, ex empleado federal o solicitante de empleo federal.  La OSC inicia un expediente disciplinario presentando una reclamación ante la MSPB, en que acusa a un empleado de una práctica de personal prohibida y promueve medidas disciplinarias contra esa persona.  Los derechos de los empleados contra los que la OSC promueve medidas disciplinarias en esos casos se establecen en el reglamento de la MSPB, en 5 C.F.R. Part 1201, Subpart D.  Las personas que la MSPB considere que han incurrido en una práctica de personal prohibida están sujetas a destitución, reducción del grado, inhabilitación para obtener empleo federal por hasta cinco años, suspensión, amonestación o multa de hasta US$1.000.

En virtud de 5 U.S.C. § 1214(f), en el curso de cualquier investigación de la OSC enmarcada en el título 5, un organismo no puede adoptar medidas disciplinarias contra ningún empleado por ninguna actividad supuestamente prohibida que se investigue ni por ninguna actividad conexa, sin aprobación de OSC.  Alternativamente, en cualquier momento durante su investigación de un asunto, la OSC puede autorizar al organismo en cuestión a adoptar medidas disciplinarias contra un empleado considerado culpable de cometer una práctica de personal prohibida.  Véase 5 U.S.C. § 1215.  
Las personas que deseen presentar quejas por represalias realizadas a causa de denuncias deben utilizar el Formulario OSC-11 (Queja de Posible Práctica de Personal Prohibida u Otra Actividad Prohibida), que puede imprimirse a partir del sitio web de la OSC.  La OSC no procesará una queja presentada en ningún formato que no sea el Formulario OSC-11 completado.  Si una persona utiliza cualquier otro formato para presentar una denuncia el material recibido será devuelto a quien lo presentó con un Formulario OSC-11 en blanco para que lo llene y devuelva a la OSC.  Ese formulario se considerará presentado en la fecha en que la OSC lo reciba.

Conforme a 5 U.S.C. § 7121(g), los empleados amparados por un acuerdo de negociación colectiva deben optar por una de tres vías: una queja ante la OSC, una apelación ante la MSPB, o una reclamación en el marco del acuerdo de negociación colectiva.

El título 5 del Código de los Estados Unidos autoriza a la OSC a intimar a la presentación de documentos o a hacer comparecer a testigos para prestar declaración.  Durante una investigación, la OSC puede exigir a los empleados y a terceros que presenten declaraciones testimoniales bajo juramento, suscriban declaraciones escritas o respondan formalmente a preguntas escritas.

Los empleados federales tienen también la obligación de proporcionar a la OSC cualquier información, testimonio, documentos y materiales cuya divulgación no esté prohibida por leyes o reglamentos, en investigaciones o asuntos sujetos a leyes, otras normas o reglamentos del servicio civil.  La misma norma impone a los organismos federales la obligación de poner a sus empleados a disposición de la OSC, para que presten declaración testimonial, durante el período de prestación de servicios, y que proporcionen registros pertinentes a la OSC.  Véase 5 U.S.C. § 1212(b); Regla del Servicio Civil 5.4

La sección 2302(c) del título 5 impone a los directores de organismos federales y a funcionarios con facultades delegadas en relación con cualquier aspecto de la administración de personal, la obligación de: 

· Impedir prácticas de personal prohibidas, incluidas las represalias por realización de denuncias;

· Cumplir y hacer cumplir leyes y reglamentos sobre servicio civil, y 

· Disponer lo necesario (en consulta con la OSC) para que se informe a los empleados federales de sus derechos y recursos.  

iii.
Mecanismos para protección de testigos 

El Programa Federal de Seguridad de Testigos
 fue creado por la Ley de Control del Crimen Organizado, de 1970.  El régimen legal en cuyo marco funciona el Programa actualmente es el de la Ley de Reforma de Seguridad de Testigos, de 1984, codificada y publicada en 18 U.S.C. §3521, y siguientes.  La Oficina de Operaciones de Aplicación de Leyes (“OEO”, en sus siglas en inglés) de la División de Asuntos Penales del Departamento de Justicia, está encargada de autorizar a personas a ingresar en el Programa, supervisar las operaciones de este último y desempeñarse como defensor del pueblo para los participantes del Programa.  Por orden del Fiscal General la facultad de colocar a personas en el Programa ha sido delegada al Director Asociado de la OEO, designado como Director del Programa de Seguridad de Testigos o, en ausencia del Director Asociado, al Director de la OEO.  

Los ciudadanos privados pueden ser considerados para su aceptación en el Programa a condición de que sean testigos esenciales en situaciones significativas de las categorías siguientes: (1) procesamientos por delitos federales o estatales graves de cualquier tipo, lo que incluye delitos de soborno y corrupción, (2) crimen organizado y delitos mafiosos, transgresiones en las que ocasionalmente toman parte políticos corruptos, y (3) delitos de narcotráfico, si cualquiera de las transgresiones antes mencionadas exponen al testigo a represalias de violencia o amenazas de violencia y se prueba una amenaza de buena fe contra la vida del testigo.  Las directrices publicadas establecidas por el Fiscal General con respecto al Programa se detallan en el Manual del Fiscal de los Estados Unidos, capítulo 9-21.000.  (http://www.usdoj.gov/usao/eousa/foia_reading_room/usam/title9/21mcrm.htm.) La ley exige también que un testigo protegido preste declaración testimonial para el procesamiento y que no esté disponible por otra vía, y que el riesgo **de que el testigo represente a cualquier nueva comunidad en la que sea reubicado debe sopesarse con el peligro que corre el público si la persona no presta declaración.  Proporcionar protección a largo plazo y una nueva identidad a funcionarios públicos se considera la responsabilidad primordial del organismo público que emplea a esos testigos, que está en mejor posición para evaluar la mejor manera de protegerlos y/o seguir utilizando sus servicios.  No existe una norma legal o un programa que prohíba al Programas proteger a funcionarios públicos, pero rara vez se considera esa posibilidad.

El Programa tradicional contiene dos aspectos.  Uno se refiere a la reubicación permanente de testigos de sus zonas de peligro (zona de cooperación) a otra parte de los Estados Unidos y un cambio permanente de su identidad.  El Servicio de Oficiales de Justicia de los Estados Unidos (“USMS”, en sus siglas en inglés) administra el funcionamiento cotidiano del Programa en beneficio de testigos reubicados en la comunidad y les proporciona transporte seguro y confiable hacia y desde sus comparaciones necesarias ante los tribunales.  El otro aspecto del Programa es la protección de “prisioneros-testigos” que están cumpliendo penas y se les asigna a la custodia de la Oficina Federal de Prisiones (“BOP”, en sus siglas en inglés).  La BOP administra el funcionamiento cotidiano del Programa para esos prisioneros-testigos.  Una vez liberados se realizará una evaluación especial para determinar si la reubicación permanente y un cambio de identidad son necesarios para su protección.  

Las autoridades del Programa han creado dos programas un tanto diferentes, pero mutuamente relacionados.  Exclusivamente para el Distrito de Columbia, que es el distrito de Procuraduría Federal geográficamente más pequeño se creó un programa de reubicación a corto plazo, que es un programa de seguridad limitada para testigos de los que no se espera que necesiten servicios permanentes, habitualmente por más de unos pocos meses antes o después del juicio, y que pueden estar en condiciones de regresar a sus hogares y trabajo originales.  Además, para nacionales de países extranjeros que no puedan obtener una visa para permanecer en los Estados Unidos el Programa Especial de Servicios Limitados permite a los testigos que pueden ser objeto de deportación y sólo estén en peligro si regresan a sus países de origen permanecer en los Estados Unidos a condición de que accedan a prestar declaración como testigos.  En el Programa Especial de Servicios Limitados no se requieren ni proporcionan servicios del Programa a cargo del USMS tales como reubicación, cambio de identidad, financiamiento o asistencia para obtener empleo.  En consecuencia, sólo se les proporciona documentos de inmigración y asistencia.  

a. En relación con la pregunta a), mencione los resultados objetivos que se han obtenido, incluyendo los datos estadísticos disponibles.  

Protección de denunciantes

El Informe Anual de la OSC al Congreso proporciona un acervo de datos de cinco años en http://www.osc.gov/documents/reports/ar-2006.pdf.  Las estadísticas para 2006 son las siguientes:

i. Información, información sobre protección de la identidad para 2006:

Denuncias pendientes traspasadas del ejercicio anterior: 


 110

Nuevas denuncias recibidas:






 435

Total de denuncias:







 545

Denuncias derivadas a directores de organismos para 

Investigación e informe:






   24

Derivación a los Inspectores Generales de los organismos


   10

Informes de directores de organismos enviados al Presidente y al Congreso:  24

Resultados de investigaciones e informes de los organismos–


-- Denuncias sustanciadas en todo o en parte:


    21


-- Denuncias no sustanciadas:




  
      3

ii. Mecanismos de denuncia de amenazas o represalias – para 2006 como “Actividades relacionadas con Asuntos de Prácticas de Personal Prohibida (PPP) – Medidas favorables”:

Total de medidas favorables obtenidas (todas las PPP):


    52

Medidas favorables obtenidas (represalias por denuncias)


    40

Suspensiones negociadas con organismos (incluidas en los totales 

que anteceden):


   




      8

Suspensiones obtenidas de la Junta de Protección de Sistemas de Mérito 

(incluidas en los totales que anteceden):




      1

Mecanismos de protección de testigos
El Programa se utiliza principalmente para facilitar el procesamiento de personas y grupos que tomen parte en actividades delictivas organizadas que no sea fácil infiltrar.  En los últimos 36 años más de 8.000 testigos protegidos han contribuido a la condena de miembros de muchos grandes grupos delictivos organizados.  La Unidad de Seguridad de Testigos y Operaciones Especiales (“WSSOU”, en sus siglas en inglés) de la OEO se encarga de administrar una amplia gama de aspectos operativos del Programa.  La WSSOU recibe en promedio 230 solicitudes de testigos para ser admitidos en el Programa cada año y acepta aproximadamente 160.  Más del 95% de los testigos autorizados a ingresar en este Programa son asociados criminales de confianza de grandes delincuentes.  En consecuencia los testigos o blancos de esos testigos protegidos tienden a no ser políticos ni funcionarios públicos.  Carecemos de estadísticas que permitan fácilmente identificar con exactitud cuántos testigos del Programa han prestado declaración en casos referentes a alegaciones de soborno oficial o corrupción.  No obstante, un examen superficial de 854 casos manejados por el Programa en el período comprendido entre 1987 y 2001 indica que aproximadamente 44 casos (el 5%) se referían a soborno o corrupción.  Como el Programa muy rara vez ha protegido a un funcionario público, creemos que los testigos protegidos en esos casos habrían sido los delincuentes que ofrezcan el soborno o alguno de sus asociados próximos.  No tenemos conocimiento de ningún participante en el Programa que haya seguido las reglas del Programa y haya sido asesinado en virtud de su colaboración.   

CAPÍTULO TERCERO

ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO VI DE LA CONVENCIÓN)

1.  Tipificación de actos de corrupción previstos en el artículo VI.1 de la Convención
a. ¿Tipifica su país como delitos los actos de corrupción previstos en el artículo VI.1 de la Convención que se transcriben en este acápite del cuestionario? En caso afirmativo, describa brevemente las normas y/u otras medidas existentes al respecto, indicando a cuáles de dichos actos de corrupción se refieren en particular y las sanciones que establecen, y adjunte copia de las mismas.

- Actos de corrupción previstos en el artículo VI.1 de la Convención:

i. El requerimiento o la aceptación, directa o indirectamente, por un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para sí mismo o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas.

ii. El ofrecimiento o el otorgamiento, directa o indirectamente, a un funcionario público o a una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para ese funcionario público o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas.

iii. La realización por parte de un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas de cualquier acto u omisión en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener ilícitamente beneficios para sí mismo o para un tercero.

iv. El aprovechamiento doloso u ocultación de bienes provenientes de cualquiera de los actos a los que se refiere el presente artículo.

v. La participación como autor, coautor, instigador, cómplice, encubridor o en cualquier otra forma en la comisión, tentativa de comisión, asociación o confabulación para la comisión de cualquiera de los actos a los que se refiere el presente artículo.

Estados Unidos tiene cierto número de leyes federales que penalizan la conducta arriba expresada, tanto en calidad de delitos de corrupción sustanciales como de delitos relacionados con la prestación de asistencia o el aprovechamiento de fondos o bienes obtenidos de manera fraudulenta.  A los efectos de esta respuesta las leyes penales han sido clasificadas en tres categorías: 1) soborno y delitos conexos; 2) utilización delictiva del producto de soborno y delitos conexos, y 3) asociación para delinquir y responsabilidad accesoria; cada una de esas categorías se describe brevemente a continuación.  Cada una de ellas contiene un resumen general de las leyes, así como una lista de las mismas, sus puntos sobresalientes y referencias al texto completo de la ley.

(1)
Soborno y Delitos Conexos

a.  
Descripción General de los Delitos



1.
Soborno y Regalos Ilegales, 18 U.S.C. § 201

Estados Unidos tiene múltiples leyes sobre soborno que prohíben el ofrecimiento, la aceptación y/o la solicitud de un soborno, legalmente definido como cualquier cosa de valor, con la intención de influir en un acto oficial.  La ley básica sobre soborno, 18 U.S.C. § 201, define dos grados del delito: 1) soborno, y 2) ofrecimiento, aceptación y/o solicitud de un regalo ilegal.  La distinción entre esos dos delitos consiste en la aceptación entre la cosa de valor y el acto oficial.  En otros términos, cuando la cosa de valor se ofrece, acepta o solicita a cambio del acto oficial, la conducta consiste en soborno y recibe una pena más severa.  En cambio cuando la cosa de valor se ofrece, acepta o solicita por o a causa del acto oficial, la conducta consiste en ofrecer, aceptar y/o solicitar un regalo ilegal, y le cabe una pena más leve.  Como explicó una Corte de Apelaciones de Circuito: 

Las dos prohibiciones difieren en dos aspectos fundamentales.  Primero, el soborno requiere un quid pro quo; y en consecuencia, puede considerarse como poseedor de un nexo biunívoco.  En otros términos, el soborno habitualmente implica el intento de afectar futuros actos de un funcionario público proporcionándole algo de valor, y el recibo de esa cosa de valor motiva luego el acto oficial… Un regalo, por el contrario, requiere tan sólo un nexo unívoco; por naturaleza, supone una situación en que el infractor hace la entrega incondicionalmente….  Las dos disposiciones difieren asimismo en cuanto a su enfoque temporal.  El soborno está enteramente orientado hacia el futuro, en tanto que los regalos pueden mirar hacia el futuro o hacia el pasado.  [United States v. Schaffer, 183 F.3d 833, 841 (D.C. Cir. 1999), revocada en parte por otros motivos por 240 F.3d 35 (D.C. Cir. 2001).] 

En el caso de un soborno o un regalo ilegal, el término “cosa de valor” ha sido interpretado por los tribunales federales como cualquier cosa – un bien, servicio u oportunidad – que tiene valor para el que la recibe.  Puede incluir dinero y otros objetos tangibles, pero también servicios o condiciones favorables en un préstamo, una oferta de empleo, etc.  No es necesario que el funcionario público efectivamente reciba la cosa de valor o realice el acto oficial; basta un mero acuerdo o promesa para que surja la responsabilidad penal.  Finalmente, con respecto al soborno, la cosa de valor puede beneficiar directa o indirectamente al funcionario público, e incluye, por ejemplo, el pago de dinero a un tercero a nombre del funcionario.  Las penas máximas por soborno y otorgamiento de regalos ilegales son de 15 años y dos años de prisión, respectivamente.  



2.
Programa Federal sobre Soborno, 18 U.S.C. § 666

Una ley separada, 18 U.S.C. §666, está destinada a garantizar la integridad de los programas federales administrados por entidades no federales.  La sección 666 sanciona el soborno en que toma parte un funcionario público empleado por una entidad, organismo o gobierno no federal que haya recibido más de US$10.000 en fondos federales a través de cualquier programa, contrato, subsidio, préstamo, garantía, seguro u otra forma de asistencia federal.  En otros términos, en los casos en que la conducta de corrupción se produce a nivel estatal, local o sin fines de lucro, constituye de todos modos un delito si el empleador del funcionario público es receptor de fondos federales que superen el umbral.  

El Congreso sancionó la sección §666 para “proteger la integridad de las grandes sumas de dinero distribuidas a través de programas federales, frente al robo, el fraude e influencias indebidas a través del soborno”.  S. Rep. No. 98-225, pág. 370 (1983).  Se llegó a la conclusión de que los títulos 18 U.S.C, §§641 (robo) y 201 (soborno) eran vehículos inadecuados para lograr procesamientos, lo que se debía en parte a que los tribunales federales interpretaban las normas sobre soborno como inaplicables a los sobornos efectuados a funcionarios estatales y locales.  El Departamento de Justicia de los Estados Unidos tiene una política conforme a la cual sólo corresponde procesar en “casos en que se otorga la asistencia federal en virtud de un sistema legal especifico que autoriza el otorgamiento de asistencia para promover y alcanzar objetivos de política.  El estatuto no estaba destinado a regir a cada contrato federal o a cada desembolso federal”.  Manual del Fiscal de los Estados Unidos, §9-46.110.  (http://www.usdoj.gov/usao/eousa/foia_reading_room/usam/title9/46mcrm.htm.) La pena máxima por soborno con fondos federales es de diez años de prisión.



3.
Ley Hobbs sobre Extorsión, 18 U.S.C. § 1951

Cuando un funcionario público solicita y obtiene bienes mediante extorsión presentando su proceder como ejercicio de una potestad oficial en forma de afectar el comercio interestatal, esa conducta no sólo se rige por las normas legales arriba descritas sino que además se castiga conforme a 18 U.S.C. §1951, conocida también como Ley Hobbs.  La Corte Suprema de los Estados Unidos ha declarado que para probar la violación de la referida disposición de esa ley “el Gobierno debe demostrar que el funcionario público ha obtenido un pago al que no tenía derecho, a sabiendas de que el mismo se efectuaba a cambio de actos oficiales”.  (Evans v. United States, 504 U.S. 255, 268 (1992)).  El Gobierno debe demostrar también que la conducta afectó al comercio interestatal, aunque conforme a la legislación vigente ello es relativamente sencillo.  Como sucede con el término “cosa de valor” de la sección 201 sobre delito de soborno, los tribunales han interpretado el término “bienes” en el contexto de §1951 en forma muy amplia, con inclusión de cosas de valor tangibles e intangibles.  

Esta disposición legal es especialmente útil para poner de manifiesto la culpabilidad del funcionario público.  Además, como se refiere simplemente a un funcionario que actúa dando la apariencia de realización de un acto oficial, no rige el requisito de que el pago obtenido mediante extorsión esté vinculado con determinado acto oficial.  A diferencia de lo previsto para los restantes delitos, conforme a la política del Departamento de Justicia de los Estados Unidos, todo procesamiento federal por este delito debe ser manejado por la Sección de Integridad Pública de la División de Asuntos Penales del Departamento de Justicia de los Estados Unidos.  La pena máxima por una infracción de la Ley Hobbs sobre extorsión es de 20 años de prisión.  



4.
Ley Federal de Extorsión, 18 U.S.C. § 872

Aunque rara vez se usa, existe también una Ley Federal de Extorsión, codificada en 18 U.S.C §872, que penaliza la extorsión cometida por un funcionario público.  También se aplica a ciudadanos privados que se presenten como funcionarios públicos.  A diferencia de las leyes arriba mencionadas, contiene disposiciones sobre delitos leves y graves, lo que dependerá de la suma de dinero obtenida o exigida en forma extorsiva.  Cuando la suma no pasa de US$1.000 la pena máxima es de un año de prisión; de lo contrario el máximo es de tres años de prisión.



5.
Fraude sobre Servicios Honestos por Vía Postal o Cablegráfica, 18 U.S.C. §§ 1346, 1341, 1343

Estados Unidos tiene también leyes que penan a quien diseña o lleva a cabo un plan de defraudación de Estados Unidos y de sus ciudadanos paras privarlos de su derecho intangible a obtener servicios honestos de funcionarios públicos, cuando ese plan incluye la utilización de comunicaciones cablegráficas interestatales o el correo de los Estados Unidos.  No obstante, 18 U.S.C. §1346, amplía las normas legales sobre fraude cometido por correo o cablegráficamente, incluyendo a las maquinaciones tendientes a privar al Gobierno y al público en general de su derecho intangible a obtener servicios honestos de un funcionario público.  Ello se basa en la premisa de que las autoridades públicas y los empleados públicos, por la naturaleza de su relación de empleo, están intrínsecamente obligados frente al Gobierno y al público a actuar en beneficio del interés público.  Tal como lo explicó una Corte de Apelaciones de Circuito: 

Cuando un funcionario público decide la manera de proceder en un acto oficial .  .  .  sus representados tienen derecho a que esa decisión se base en sus mejores intereses.  Si en lugar de ello el funcionario adopta en secreto su decisión basándose en su propio interés personal – como sucede cuando acepta un soborno o beneficios personales emanados de un conflicto de intereses que no ha revelado –, el funcionario ha defraudado al público, privándolo de sus servicios honestos.  (United States v. Lopez-Lukis, 102 F.3d 1164, 1169 (11th Cir. 1997).  

La prueba del fraude en cuanto a servicios honestos realizado mediante comunicaciones postales o cablegráficas debe recaer sobre: 1) una maquinación o artificio tendiente a defraudar a otra persona, privándola de su derecho intangible a obtener servicios honestos; 2) que comprenda una falsa descripción o el ocultamiento de hechos; 3) realizado con la intención específica de defraudar, y 4) llevado a cabo mediante la utilización de comunicaciones cablegráficas o servicios postales de los Estados Unidos en la esfera interestatal.  Véase Neder v. United States, 527 U.S. 1, 25 (1999).  Como el fraude en cuanto a servicios honestos tiene que ver con la manera en que los funcionarios efectúan sus decisiones, y no sobre el acierto del acto oficial mismo, una vez que se ha desnaturalizado el proceso de adopción de decisiones es intrascendente que los actos del funcionario público hayan beneficiado a las personas de su jurisdicción; en otros términos, no sirve de defensa la prueba de que el funcionario habría realizado el mismo acto oficial aunque no hubiera recibido el pago o no hubiera habido conflicto de intereses.  La pena máxima por violación de las normas sobre fraude postal o cablegráfico es de 20 años de prisión o, si el delito involucró a una institución financiera, 30 años de prisión.



6.
Ley de Penalización de Coimas, 41 U.S.C. §§ 51-58

Si bien la mayoría de estos delitos están codificados en el título 18, el título 41 también contiene lo que se conoce como Ley de Penalización de Coimas, 41 U.S.C. §§ 51-58.  Esta ley está destinada a preservar la integridad de los contratos y subcontratos del Gobierno de los Estados Unidos referentes a suministros, materiales, equipos o servicios de cualquier tipo, sancionando las “coimas” entre contratistas.  En otros términos, la ley prohíbe ofrecer, solicitar o pagar cualquier suma de dinero, cargo, comisión, crédito, regalo, bonificación, cosa de valor o compensación de cualquier tipo a un contratista principal o subcontratista a los efectos de obtener o recompensar un trato favorable en relación con un contrato principal o subcontrato de suministro de bienes o servicios que hayan de suministrarse a los Estados Unidos.  Sanciona también la inclusión del costo de una coima en el precio de un contrato principal o subcontrato.  Esta ley es pertinente en materia de lucha contra la corrupción pública en el sentido de que se refiere a la corrupción en el proceso de adquisiciones del Gobierno federal.  Además la experiencia ha demostrado que un contratista que está dispuesto a pagar un soborno a un funcionario público también puede estar dispuesto a solicitar o aceptar una coima de un subcontratista, quizá para sufragar total o parcialmente el costo del soborno.  La pena máxima por violación de la Ley de Penalización de Coimas es de diez años de prisión.


b.  
Disposiciones legales

1.  
18 U.S.C. § 201 – Soborno de Funcionarios Públicos y Testigos 

· Secciones 201(b)(1) y (b)(2) – Contienen las prohibiciones sobre soborno aplicables a quienes lo dan y al funcionario público.  En cualquiera de los dos casos la cosa de valor debe ser dada, solicitada o recibida por quien tenga la intención de, o acepte: 1) influir o ser influido en cualquier acto oficial; 2) influir sobre el funcionario público o ser influido para cometer, ayudar a cometer, colaborar en la comisión o permitir cualquier fraude contra los Estados Unidos, o 3) inducir al funcionario público, o ser influido para hacer u omitir cualquier acto en violación de la obligación legítima del funcionario.

· Secciones 201(b)(3) y (b)(4) – Contiene prohibiciones sobre soborno relativas al acto de influir o ser influido en declaraciones testimoniales en relación con cualquier juicio, audiencia u otro procedimiento ante cualquier tribunal de justicia, comité parlamentario, organismo, comisión o cualquier funcionario autorizado a recibir declaraciones testimoniales.  

· Sección 201(c)(1) – Contiene la prohibición de recibir regalos ilegales para quién efectúa el pago o el funcionario público.  

· Sección 201(c)(2), (3) – Contiene prohibiciones sobre recibir regalos ilegales relativas al acto de influir o ser influido en declaraciones testimoniales.  

http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00000201----000-.html
2.
18 U.S.C. § 666 – Robo o Soborno Referentes a Programas que Reciben Fondos Federales

· Sección 666(a)(1)(B) – Contiene la prohibición sobre soborno para cualquier agente de una entidad de cualquier gobierno estatal, local o gobierno tribal de poblaciones indígenas o cualquier organismo de los mismos que reciba más de US$10.000 en virtud de un programa federal en un mismo año; que solicite o exija, en beneficio de cualquier persona, o que acepte o se comprometa a aceptar cualquier cosa de valor de cualquier persona con la intención de ser influido o recomendado en relación con cualquier negocio o transacción de cualquier entidad, gobierno u organismo, que tenga que ver con cualquier cosa de valor de no menos de US$5.000.

· Sección 666(a)(2) – Contiene la prohibición sobre soborno arriba expresada aplicable a quien paga el soborno.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00000666----000-.html
3.
18 U.S.C. § 1951 – Interferencia con el Comercio mediante Amenazas o Violencia

· Sección 1951(a) – Contiene la prohibición de actos de obstrucción, retraso o perjuicios para el comercio interestatal, entre otras cosas mediante extorsión o tentativa o asociación para extorsionar.

· Sección 1951(b)(2) – Define “extorsión” como la obtención de bienes de otra persona, con su consentimiento, inducida por la utilización ilícita de la fuerza real o la amenaza de la fuerza, violencia o temor, o so pretexto de ejercicio de un derecho oficial.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00001951----000-.html
4.
18 U.S.C. § 872 – Extorsión intentada o cometida por Funcionarios o Empleados de los Estados Unidos

· Sección 872 – Contiene la prohibición de que cualquier funcionario o empleado de los Estados Unidos o cualquier departamento u organismo de los Estados Unidos, que actúe so pretexto o bajo la apariencia de ejercicio de actos propios del cargo, intente cometer o cometa un acto de extorsión.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00000872----000-.html
5.
18 U.S.C. §§ 1341, 1343 y 1346 – Fraude sobre Servicios Honestos por Vía Postal o Cablegráfica
· Sección 1341 – Contiene la prohibición del uso del Servicio Postal de los Estados Unidos para llevar adelante cualquier plan de defraudación o a los efectos de obtener dinero u otros bienes con pretextos falsos o fraudulentos.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00001341----000-.html
· Sección 1343 – Contiene la prohibición de utilizar las comunicaciones cablegráficas interestatales para obtener dinero u otros bienes con pretextos falsos o fraudulentos.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00001343----000-.html
· Sección 1346 – Contiene el elemento “servicios honestos” contenidas en las disposiciones legales arriba descritas definiendo “maquinación o artificio para defraudar”, en el sentido de incluir una maquinación o artificio tendiente a privar a otra persona de su derecho intangible a recibir servicios honestos.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00001346----000-.html
6.
41 U.S.C. §§ 51-58 – Ley de Penalización de Coimas

· Sección 52(2) – Define “coima” como el suministro directo o indirecto de cualquier suma de dinero, honorario, comisión, crédito, regalo, bonificación, cosa de valor o compensación de cualquier tipo a cualquier contratista principal, empleado del mismo, o subcontratista o empleado del subcontratista a los efectos de obtener o recompensar en forma impropia un trato favorable en relación con un contrato principal o un subcontrato.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode41/usc_sec_41_00000052----000-.html
· Sección 53 – Contiene la prohibición de: 1) ofrecer, intentar proporcionar o proporcionar cualquier coima; 2) solicitar, intentar aceptar o aceptar cualquier coima, o 3) incluir, directa o indirectamente, el monto de cualquier coima en el precio cobrado por un contratista principal o subcontratista en relación con un contrato con los Estados Unidos.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode41/usc_sec_41_00000053----000-.html
· Sección 54 – Contiene las disposiciones sobre penas por violación de leyes penales.  

http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode41/usc_sec_41_00000054----000-.html
· Sección 55 – Autoriza el ejercicio de acciones civiles por parte de los Estados Unidos para cobrar el importe de sanciones civiles.

http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode41/usc_sec_41_00000055----000-.html
 (2)
Utilización u Ocultación Delictivos del Producto de Sobornos y Delitos Conexos

a.  
Descripción General de los Delitos

1.  
Delitos de Lavado de Dinero, 18 U.S.C. §§ 1956, 1957

El método más común de sancionar la utilización delictiva de fondos mal habidos consiste en la aplicación de leyes sobre lavado de dinero, tales como 18 U.S.C. §§1956 y 1957.  La sección 1956(a) define tres tipos de actos delictivos: 1) transacciones de lavado de dinero en la esfera interna (§1956(a)(1)); 2) transacciones de lavado de dinero en el ámbito internacional (§1956(a)(2)), y 3) transacciones de lavado de dinero encubiertas “por incitación” (§1956(a)(3)).  Este resumen se refiere al lavado de dinero en la esfera interna dentro de los Estados Unidos.  

Para incurrir en culpabilidad penal conforme a 18 U.S.C. § 1956(a)(1), el acusado debe haber realizado o intentado realizar una transacción financiera a sabiendas de que los bienes a los que ella se refiere representan el producto de alguna actividad ilícita, con una de las cuatro intenciones específicas que más abajo se mencionan, y los bienes en efecto deben provenir de una actividad ilícita especificada.  Además, el acusado debe saber que los bienes de que se trata eran el producto de cualquier delito grave previsto por leyes estatales, federales o extranjeras.

En §1956(c)(4) se define como “transacción financiera” una transacción que afecta al comercio interestatal o exterior y: (1) supone la movilización de fondos por vías cablegráficas y otras vías; (2) comprende la utilización de un instrumento monetario; o (3) supone la transferencia o el título de bienes raíces, vehículos terrestres, navíos o una aeronave; o (4) supone la utilización de una institución financiera que se ocupa de actos de comercio interestatal o exterior, o cuyas actividades afectan a esas modalidades de comercio.

Al realizar la transacción financiera el acusado debe haber actuado con alguna de las cuatro intenciones específicas siguientes: 

· Sección 1956(a)(1)(A)(i): Intención de promover la realización de una actividad ilícita especificada;

· Sección 1956(a)(1)(A)(ii): Intención de realizar actos de evasión o fraude tributarios; 

· Sección 1956(a)(1)(B)(i): Conocimiento de que la transacción estaba destinada a ocultar o desfigurar la naturaleza, ubicación, fuente, propiedad o control del producto de la actividad ilícita especificada; o 

· Sección 1956(a)(1)(B)(ii): Conocimiento de que la transacción estaba destinada a eludir la obligación de declarar una transacción conforme a la legislación estatal o federal [por ejemplo en violación de 31 U.S.C. §§ 5313 (Declaración de Transacciones en Moneda) o 5316 (Declaración sobre Instrumentos de Moneda y Monetarios), o 26 U.S.C. § 6050I (Formulario 8300 del Servicio de Ingresos Internos)].

Se dictan procesamientos conforme a 18 U.S.C. § 1957 cuando el acusado realiza a sabiendas una transacción monetaria que recae sobre bienes provenientes de actividades delictivas por un monto de más de US$10.000, que en efecto es el producto de una actividad ilícita especificada.  La sección 1957(f)(1) define como transacción monetaria un “depósito, retiro, transferencia, o cambio en el comercio interestatal o exterior, fondos o un instrumento monetario, o que los afecte.  .  .  por, a través de, o a una institución financiera (definida como tal en la sección 1956 del presente título), incluida cualquier transacción que sería una transacción financiera conforme a §1956(c)(4)(B) ….”.

La diferencia más significativa entre §§1956 y 1957 es el requisito de la intención.  Conforme a §1957, las cuatro intenciones arriba expresadas se sustituyen por un monto mínimo de US$10.000 por transacción no agregada y el requisito de que en la transacción esté involucrada una institución financiera.  Aunque el fiscal no está obligado a probar la intención de promover, ocultar o eludir los requisitos sobre declaración, de todos modos debe probar que el acusado sabía que los bienes provenían de alguna actividad delictiva y que los fondos en efecto en efecto provenían de una actividad ilegal especificada.

Las secciones 1956 y 1957 incluyen “la tentativa”, así como el delito consumado.  En §1956(h) se penaliza la asociación para violar cualquier disposición legal.

El procesamiento por delitos de lavado de dinero puede requerir la aprobación previa de la Sección de Decomiso de Activos y Lavado de Dinero del Departamento de Justicia, perteneciente a la División de Asuntos Penales.  La pena máxima por una transgresión de §§1956 y 1957 es de 20 años y 10 años de prisión, respectivamente.  Además de la responsabilidad penal, §1956 contiene también una disposición sobre penas civiles, que pueden promoverse como causa de acción civil.  

2.
Viajes o Transportes Interestatales e Internacionales de Asistencia a Organizaciones Mafiosas, 18 U.S.C. § 1952

Otra ley estrechamente vinculada con el lavado de dinero es la Ley de Viajes, 18 U.S.C. §1952, que prohíbe los viajes o la utilización del Servicio Postal de los Estados Unidos en actos de comercio interestatal o internacional, con la intención de: 1) distribuir el producto de cualquier actividad ilícita; 2) cometer cualquier delito de violencia para promover cualquier actividad ilícita, o 3) promover, administrar, establecer o llevar a cabo de otro modo cualquier actividad ilícita.  La sección 1952 especifica que el término “cualquier actividad ilícita” comprende, entre otras cosas, actos de extorsión y soborno.  La pena máxima por una violación de esta ley es de cinco años de prisión, a menos que implique la realización de un viaje para cometer un delito de violencia, en cuyo caso está comprendida entre 20 años de prisión y cadena perpetua.  

3.  
Recepción del Producto de la Extorsión, 18 U.S.C. § 880

Además de las leyes sobre lavado de dinero, la Ley Federal de Extorsión arriba descrita tiene una ley paralela, 18 U.S.C. §880, que sanciona a toda persona que reciba, posea, oculte o enajene cualquier dinero u otro bien que haya obtenido, entre otras cosas, por la comisión del delito de extorsión.  Si el acusado sabía que el dinero había sido obtenido ilegalmente, la pena máxima es de tres años de prisión; de lo contrario el máximo pasa de u año de prisión.  


b.  
Disposiciones legales 

1.
18 U.S.C. § 1956 – Lavado de Instrumentos Monetarios

· Sección 1956(a)(1) – Contiene la prohibición del lavado de dinero en la esfera interna.

· Sección 1956(a)(2) – Contiene la prohibición del lavado de dinero en el ámbito internacional.

· Sección 1956(a)(3) – Contiene la prohibición de las transacciones de lavado de dinero encubiertas “por incitación”.

· Sección 1956(b) – Contiene las disposiciones sobre sanciones.

· Sección 1956(c) – Define términos pertinentes.

· Sección 1956(h) – Contiene la prohibición de asociarse para violar las secciones 1956 ó 1957.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00001956----000-.html
2.
18 U.S.C. § 1957 – Realización de Transacciones Monetarias en Bienes Derivados de una Actividad Ilícita Especificada

· Sección 1957(a) – Contiene la prohibición de realizar o intentar realizar transacciones monetarias por más de US$10.000 derivadas de una actividad ilícita especificada.  

· Sección 1957(b) – Contiene las disposiciones sobre sanciones.

· Sección 1957(f) – Define términos pertinentes.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00001957----000-.html
3.
18 U.S.C. § 1952 – Viajes o Transportes Interestatales e Internacionales de Asistencia a Organizaciones Mafiosas
· Sección 1952(a) – Contiene la prohibición de viajar o utilizar el Servicio Postal de los Estados Unidos en actos de comercio interestatal o internacional para: 1) distribuir el producto de cualquier actividad ilícita; 2) cometer cualquier delito de violencia para promover cualquier actividad ilícita, o 3) promover, administrar, establecer o llevar a cabo de otro modo cualquier actividad ilícita.

· Sección 1952(b) – Define “cualquier actividad ilícita.” http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00001952----000-.html
4.
18 U.S.C. § 880 – Recepción del Producto de la Extorsión

· Sección 880 – Contiene la prohibición de recibir, poseer, ocultar o enajenar cualquier otro bien obtenido de, entre otras cosas, una violación de §872, Extorsión cometida por funcionarios o empleados de los Estados Unidos.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00000880----000-.html
(3)
Asociación para Delinquir y Responsabilidades Accesorias

a.  
Descripción General de los Delitos

1.  
Asociación para Cometer un Delito o Defraudar a los Estados Unidos, 18 U.S.C. § 371

En el sistema federal algunas leyes sancionan individualmente asociaciones para cometer el delito designado por ellas, como ocurrió, por ejemplo, con 18 U.S.C. §1956(h) (que prohíbe específicamente la asociación para cometer actos de lavado de dinero en violación de §§1956 y 1957).  No obstante, la legislación penal federal de los Estados Unidos con tiene también una ley independiente, más general, sobre asociación para delinquir, 18 U.S.C. §371, que tiene dos ramas.  En otros términos, penaliza tanto la asociación entre dos o más personas para cometer cualquier delito contra los Estados Unidos, y la asociación para defraudar a los Estados Unidos o a cualquiera de sus organismos.  La finalidad general de la rama de la ley relativa a “defraudación” consiste en proteger las funciones gubernamentales de la frustración y distorsión cometidas por prácticas engañosas.  Tal como lo ha explicado la Corte Suprema de los Estados Unidos, 

Conspirar para defraudar a los Estados Unidos significa principalmente despojar mediante engaño al Gobierno de dinero u otros bienes, pero también significa interferir u obstaculizar algunas de las funciones gubernamentales legítimas a través de engaño, artificios o estratagemas, o como mínimo a través de medios deshonestos.  No es necesario que el Gobierno sufra pérdidas pecuniarias o de otros bienes en virtud del fraude, sino sólo que su actividad y las medidas que adopte para realizar actos oficiales legítimos se frustren en virtud de falsas declaraciones, chicanas o elusión de sus obligaciones por parte de los encargados de cumplir los fines gubernamentales.  (Hammerschmidt v. United States, 265 U.S. 182, 188 (1924).  

Las cortes federales han interpretado la rama de la ley referente a defraudación (§371) en el sentido de que tiende a proteger la integridad de los Estados Unidos y sus organismos, programas y políticas, además de castigar la utilización de maquinaciones o artificios de defraudación que provoquen pérdidas financieras o de otros bienes.  Por lo tanto, la imputación sustancial de asociación para delinquir en el marco de la rama de la ley referente a defraudación es un mecanismo adicional creado para lograr el procesamiento penal de los culpables de delitos de corrupción.  A semejanza del fraude relacionado con servicios honestos, la figura legal de la asociación para defraudar a los Estados Unidos comprende tanto la omisión de declarar conflictos de intereses como la recepción de sobornos o regalos ilegales.

Cualquier tipo de asociación – para cometer un delito o para defraudar a los Estados Unidos – requieren prueba de la existencia de: 1) un acuerdo ilegal; 2) intención delictiva; 3) y por lo menos un acto externo encaminado a cumplir lo acordado.  La pena máxima por una violación de la sección 371 es de cinco años de prisión, a menos que se trate de una asociación para cometer un delito menor, en cuyo caso coincide con la de la ley básica.  

2. Responsabilidad Principal, 18 U.S.C. § 2

El título 18, U.S.C. §2, es el primero de los regímenes legales sobre sanciones accesorias.  La sección 2 impone responsabilidad penal a todo aquel que ayude, incite, ordene, induzca o procure la comisión de un delito, o que intencionalmente provoque la realización de un acto, que, si él mismo lo realizara, constituiría un delito.  Para que se configure la violación de §2 se requiere prueba de que alguien cometió un delito y que el acusado consciente y voluntariamente se vinculó de algún modo con el delito imputado y participó en él con la intención de cometerlo.  Aunque ayudar e incitar podrían concebirse comúnmente como delitos en sí mismos, en realidad no se trata de delitos independientes.  La sección 2 no establece pena alguna al respecto, sino que se limita a suprimir la distinción entre las nociones de common law entre agente “principal” y “accesorio” (cómplice).

3. Responsabilidad Accesoria ex post facto, 18 U.S.C. §3

La segunda ley sobre responsabilidad accesoria está contenida en 18 U.S.C. §3, que impone una pena a todo aquel que a sabiendas de que se ha cometido un delito contra los Estados Unidos, recibe, socorre, protege, ayuda o brinda asistencia al transgresor para impedir su aprehensión, juicio o castigo, incurriendo en “responsabilidad accesoria ex post facto”.  La pena máxima en ese caso equivale a la mitad de la pena máxima del delito básico cometido por el responsable principal.  Cuando el delito básico se castiga con cadena perpetua, la pena máxima por la responsabilidad accesoria ex post facto es de 15 años de prisión.  

4.
Omisión de Denuncia de un Delito Grave, 18 U.S.C. §4

El 18 U.S.C. §4, omisión de denuncia de un delito grave, impone la obligación de denunciar delitos federales graves.  En otros términos, castiga a todo aquel que tiene conocimiento de la comisión de un delito federal grave y no lo denuncia a un juez o a otra autoridad civil o militar.  La pena máxima por una violación de §4 es de tres años de prisión.


b.  
Leyes

1.
18 U.S.C. § 371 – Asociación para Cometer un Delito o Defraudar a los Estados Unidos
· Sección 371 – Contiene la prohibición de dos tipos de asociaciones, incluido el concierto entre dos o más personas para: 1) cometer cualquier delito contra los Estados Unidos, y 2) defraudar a los Estados Unidos o cualquier organismo de los Estados Unidos.  Las asociaciones para defraudar abarcan tanto pérdidas de dinero como de otros bienes, así como cualquier interferencia en una función gubernamental a través de prácticas engañosas o fraudulentas.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00000371----000-.html
2.
18 U.S.C. § 2 – Responsabilidad Principal

· Sección 2 – Elimina la distinción entre agente “principal” y “accesorio” y establece que se castigue como agente principal a todo aquel que ayude, incite, aconseje, ordene, induzca o procure la comisión de un delito, o que intencionalmente provoque la realización de un acto, que, si él lo realizara constituiría un delito.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00000002----000-.html
3.
18 U.S.C. § 3 – Responsabilidad Accesoria ex post facto
· Sección 3 – Contiene la prohibición de prestar asistencia a quien haya cometido un delito federal, previendo un castigo de hasta la mitad de la pena máxima aplicable al delito básico.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00000003----000-.html
4.
18 U.S.C. § 4 – Omisión de Denuncia de un Delito Grave

· Sección 4 – Impone la obligación de denuncia a todos los ciudadanos, castigando la omisión de denunciar la comisión de un delito federal grave y previendo una pena máxima de hasta tres años de prisión.  http://www4.law.cornell.edu/uscode/html/uscode18/usc_sec_18_00000004----000-.html
b. Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de las anteriores disposiciones suministrando la información pertinente de la que disponga su país en la que se fundamenten tales resultados, tales como procesos judiciales en curso y sus resultados, referida en lo posible a los últimos cinco años.
La Sección de Integridad Pública es una oficina especializada de la División de Asuntos Penales del Departamento de Justicia de los Estados Unidos que supervisa las actividades federales de lucha contra la corrupción a través del procesamiento de funcionarios públicos electos y designados en todos los niveles de Gobierno.  La Sección tiene jurisdicción exclusiva en caso de supuestas conductas penales de parte de jueces federales, y además realiza el seguimiento de la investigación y el procesamiento de delitos electorales y de conflictos de intereses.  Abogados de alta jerarquía promueven el procesamiento en casos seleccionados contra funcionarios federales, estatales y locales, y otros fiscales e investigadores pueden acudir a ellos para obtener asesoramiento y aprovechar su experiencia técnica.  Desde 1978 la Sección ha supervisado la administración de las disposiciones de la Ley de Ética en el Gobierno sobre Abogados Independientes.  La sección 603 de dicha ley de 1978 dispone que el Fiscal General dé cuenta anualmente al Congreso de las operaciones y actividades de la Sección de Integridad Pública.  Ese informe anual contiene entre otras cosas estadísticas actuales e históricas de la labor federal realizada a nivel de todo el país contra la corrupción pública.  Aparte de la Sección de Integridad Pública, a nivel federal se promueven procesamientos por parte de las diferentes Fiscalías de los Estados Unidos, a cada una de las cuales se le asigna jurisdicción dentro de los Estados Unidos y que en total abarcan todo el territorio nacional.  A continuación sigue un resumen de las estadísticas relativas a procesamientos públicos por corrupción promovidos por las Fiscalías de los Estados Unidos en todas partes del país, tomadas de los informes anuales de la Sección de Integridad Pública de 2001 a 2005, complementadas por estadísticas compiladas dentro de la Sección de Integridad Pública relativas a los procesamientos promovidos por ella misma dentro de idéntico marco cronológico.

2001
En 2001 las Fiscalías de los Estados Unidos de todo el país acusaron a 1.087 personas por delitos de corrupción, de ellas 502 eran funcionarios federales, 95 funcionarios estatales, 224 funcionarios locales, y 266 otras personas.  Además lograron 920 declaraciones judiciales de culpabilidad, a través de admisiones de culpabilidad negociadas o luego de un juicio.  De los acusados declarados culpables, 414 eran funcionarios federales, 61 funcionarios estatales, 184 funcionarios locales, y 261 otras personas.  Otras 437 personas estaban a la espera del juicio por delitos de corrupción al final del año.  En el mismo marco cronológico la Sección de Integridad Pública imputó a 57 personas delitos de corrupción y logró 36 declaraciones de culpabilidad, a través de culpabilidad negociada o juicio.

2002
En 2002, las Fiscalías de los Estados Unidos de todo el país acusaron a 1.136 personas por delitos de corrupción; de ellas 478 eran funcionarios federales, 110 funcionarios estatales, 299 funcionarios locales, y 249 otras personas.  Además lograron 1.011 declaraciones de culpabilidad, a través de admisión de culpabilidad negociada o luego de un juicio.  De los acusados declarados culpables, 429 eran funcionarios federales, 132 funcionarios estatales, 262 funcionarios locales, y 188 otras personas.  Otras 413 personas estaban a la espera del juicio por delitos de corrupción al final del año.  En el mismo marco cronológico la Sección de Integridad Pública imputó a 37 personas delitos de corrupción y logró 45 declaraciones de culpabilidad, a través de culpabilidad negociada o juicio.

2003
En 2003, las Fiscalías de los Estados Unidos de todo el país acusaron a 1.150 personas, por delitos de corrupción, de ellas 479 eran funcionarios federales, 94 funcionarios estatales, 259 funcionarios locales, y 318 otras personas.  Además lograron 868 declaraciones de culpabilidad, a través de admisión de culpabilidad negociada o luego de un juicio, de ellas 421 eran funcionarios federales, 87 funcionarios estatales, 119 funcionarios locales, y 241 otras personas.  Otras 412 personas estaban a la espera del juicio por delitos de corrupción al final del año.  En el mismo marco cronológico la Sección de Integridad Pública imputó a 85 personas delitos de corrupción y logró 61 declaraciones de culpabilidad, a través de culpabilidad negociada o juicio.

2004
En 2004, las Fiscalías de los Estados Unidos de todo el país acusaron a 1.213 personas, por delitos de corrupción, de ellas 424 eran funcionarios federales, 111 funcionarios estatales, 268 funcionarios locales, y 410 otras personas.  Además lograron 1.020 declaraciones de culpabilidad, a través de admisión de culpabilidad negociada o luego de un juicio.  De los acusados declarados culpables, 381 eran funcionarios federales, 81 funcionarios estatales, 252 funcionarios locales, y 306 otras personas.  Otras 419 personas estaban a la espera del juicio por delitos de corrupción al final del año.  En el mismo marco cronológico la Sección de Integridad Pública imputó a 48 personas delitos de corrupción y logró 43 declaraciones de culpabilidad, a través de culpabilidad negociada o juicio.

2005
En 2005, las Fiscalías de los Estados Unidos de todo el país acusaron a 1.163 personas, por delitos de corrupción, de ellas 445 eran funcionarios federales, 96 funcionarios estatales, 309 funcionarios locales, y 313 otras personas.  Además lograron 1.027 declaraciones de culpabilidad, a través de admisión de culpabilidad negociada o luego de un juicio.  De los acusados declarados culpables, 390 eran funcionarios federales, 94 funcionarios estatales, 232 funcionarios locales, y 311 otras personas.  Otras 451 personas estaban a la espera del juicio por delitos de corrupción al final del año.  En el mismo marco cronológico la Sección de Integridad Pública imputó a 95 personas delitos de corrupción y logró 84 declaraciones de culpabilidad, a través de culpabilidad negociada o juicio.

Esas estadísticas se resumen en los cuadros siguientes.  En los informes anuales de la Sección de Integridad Pública aparecen detalles adicionales referentes a los casos y resultados.  

Imputados

	
	Fiscalías de los Estados Unidos
	Sección de Integridad Pública
	GRAN TOTAL

	
	Funcionarios federales
	Funcionarios estatales
	Funcionarios locales
	Otras personas
	TOTAL
	
	

	2001
	502
	95
	224
	266
	1.087
	57
	1.144

	2002
	478
	110
	299
	249
	1.136
	37
	1.173

	2003
	479
	94
	259
	318
	1.150
	85
	1.235

	2004
	424
	111
	268
	410
	1.213
	48
	1.268

	2005
	445
	96
	309
	313
	1.163
	95
	1.258


Acusados declarados culpables

	
	Fiscalías de los Estados Unidos
	Sección de Integridad Pública
	GRAN TOTAL

	
	Funcionarios federales
	Funcionarios estatales
	Funcionarios locales
	Otras personas
	TOTAL
	
	

	2001
	414
	61
	184
	261
	920
	36
	956

	2002
	429
	132
	262
	188
	1.011
	45
	1.056

	2003
	421
	87
	119
	241
	868
	61
	929

	2004
	381
	81
	252
	306
	1.020
	43
	1.063

	2005
	390
	94
	232
	311
	1.027
	84
	1.111


Recursos:
Informe al Congreso sobre las Actividades y Operaciones de la Sección de Integridad Pública correspondiente a 2001

http://www.usdoj.gov/criminal/pin/docs/Annual_Report_2001.pdf
Informe al Congreso sobre las Actividades y Operaciones de la Sección de Integridad Pública correspondiente a 2002

http://www.usdoj.gov/criminal/pin/docs/AR_Final_2002.pdf
Informe al Congreso sobre las Actividades y Operaciones de la Sección de Integridad Pública correspondiente a 2003

http://www.usdoj.gov/criminal/pin/docs/AnnReport_03.pdf
Informe al Congreso sobre las Actividades y Operaciones de la Sección de Integridad Pública correspondiente a 2004

http://www.usdoj.gov/criminal/pin/docs/AnnReport_04.pdf
Informe al Congreso sobre las Actividades y Operaciones de la Sección de Integridad Pública correspondiente a 2005

http://www.usdoj.gov/criminal/pin/docs/AnnReport_05.pdf
c. En caso de que no se encuentren tipificados como delitos los actos de corrupción aludidos anteriormente, indique brevemente si su país esta desarrollando algunas acciones para hacerlo.


No aplicable en virtud de las respuestas que anteceden.  

2.  Aplicación de la Convención a otros actos de corrupción no contemplados en la misma, en virtud de lo previsto en su artículo VI.2
a. ¿Ha acordado su Estado con otro u otros Estados Parte aplicar la Convención en relación con cualquier otro acto de corrupción no contemplado en ella, en virtud de lo previsto en su artículo VI.2? En caso afirmativo, describa brevemente los respectivos acuerdos o convenios y adjunte copia de los documentos en los que están contenidos.

No, Estados Unidos no ha celebrado ningún acuerdo de ese género con Estados miembros de la OEA, pero, en realidad, la cobertura de los delitos de corrupción prevista por los Estados Unidos puede ser más amplia que la de los Estados de la OEA, debido a que Estados Unidos es parte de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional.  En la medida en que los Estados miembros de la OEA son parte de esos acuerdos, nuestro país mantiene obligaciones con esas partes con respecto a los delitos indicados en esos instrumentos.  Estados Unidos quizá haya establecido también una cobertura más amplia de delitos relacionados con corrupción, de acuerdo con determinados Estados, en virtud de tratados bilaterales.

SECCIÓN II

INFORMACIÓN SOBRE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEL DILIGENCIAMIENTO DEL PRESENTE CUESTIONARIO

(a) Estado Parte:____Estados Unidos de América____________________________

(b) El funcionario a quién puede consultarse sobre las respuestas dadas a este cuestionario es:

( ) Embajador Robert Manzanares, y____________________________________

( ) Sra.  Diane M.  Kohn – 202-312-9718_________________________________

Título/cargo: __Representante Permanente Interino ante la OEA______________

Organismo/oficina: ___Departamento de Estado de los Estados Unidos ________
Dirección postal: __2201 C Street NW, Room 5914________________________
________________Washington, DC 20520_______________________________
Número de teléfono: _____(202) 647-9422_________________________________

Número de fax: _____(202) 647-0911_______________________________________

Correo electrónico: _____usa@oas.org_______________________________________

SECCIÓN III

 SEGUIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS EN EL INFORME POR PAÍS DE LA PRIMERA RONDA 
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 29 del Reglamento, por favor informe, en el formato estándar que se anexa al presente cuestionario, sobre los avances registrados en la implementación de las recomendaciones formuladas en el informe adoptado por el Comité con respecto a su país en el marco de la primera ronda de análisis (Anexo denominado: “Formato estándar para presentar información sobre los avances registrados en la implementación de las recomendaciones formuladas en el informe nacional en la primera ronda de análisis”).
1.  NORMAS DE CONDUCTA Y MECANISMOS PARA HACER EFECTIVO SU CUMPLIMIENTO 
1.1.  Normas de conducta para prevenir conflictos de intereses y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento
RECOMENDACIÓN: Continuar mejorando las disposiciones, medidas y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento, en materia de conflictos de intereses.  
Para cumplir con esta recomendación, Estados Unidos podría tener en cuenta las siguientes medidas: 
a) Continuar el proceso de análisis periódico y actualización apropiada de las disposiciones, medidas y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento, en materia de conflictos de intereses.  (Ver sección 1.1.2, parte B, del capítulo II de este informe).  
b) Continuar realizando evaluaciones periódicas, a través de instrumentos tales como las encuestas realizadas por la OGE o de otros medios que se estimen pertinentes, con respecto a la efectividad de las disposiciones, medidas y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento, en materia de conflictos de intereses, así como continuar promoviendo o adoptando las decisiones que, teniendo en cuenta los resultados de tales evaluaciones, se consideren apropiadas para mejorar aún mas la eficacia de tales disposiciones, medidas y mecanismos.  (Ver sección 1.1.3, parte B, del capítulo II de este informe)
Estados Unidos sigue realizando el seguimiento y el examen de las disposiciones, medidas y mecanismos tendientes a hacer efectivo el cumplimiento de normas referentes a conflictos de intereses, a fin de mejorar esos instrumentos.  Desde la emisión del informe de la primera ronda, en septiembre de 2005, las actividades de cumplimiento de esa recomendación han incluido el examen y la evaluación de diversas leyes referentes a conflictos de intereses; reglamentos de aplicación de esas leyes; normas de conducta, y programas de capacitación y el programa de prevención en general.  Las actividades han incluido también el logro de una más cabal comprensión de los conflictos en relación con su investigación y el examen de las actividades para el cumplimiento efectivo de normas a los efectos de identificar tendencias.  Sobre la base de esas evaluaciones y programas de cooperación se han introducido mejoras, cuando correspondían.  La siguiente es una breve lista descriptiva de algunas de esas actividades:

Disposiciones legales:

La Oficina de Ética del Gobierno completó un examen de las cinco leyes penales sobre conflictos de intereses que se aplican a funcionarios del Poder Ejecutivo, y presentó al Presidente y al Congreso un informe que contiene un análisis de la opinión de la mencionada oficina sobre los defectos y anomalías de la aplicación actual de las leyes, basada en su examen.  http://www.usoge.gov/pages/forms_pubs_otherdocs/fpo_files/reports_plans/rpt_title18.pdf
El Congreso sancionó la Ley de Liderazgo Honesto y Gobierno Abierto (Pub.L 110-81) que, en parte, mejora la ley de conflictos de intereses posteriores al empleo (18 USC 207) y agrava las penas aplicables a quien consciente y voluntariamente falsifica u omite proporcionar información contenida en un informe público sobre declaración financiera.

Reglamentos sobre conflictos de intereses:

La OGE está a la espera de la aquiescencia del Departamento de Justicia con respecto a revisiones del reglamento aclaratorio de la Oficina sobre las restricciones posteriores al empleo previstas en 18 U.S.C. § 207.  

Normas de conducta:

La OGE ha realizado un minucioso examen de las Normas de Conducta para los Empleados del Órgano Ejecutivo y está evaluando los resultados del mismo para establecer si se justifica alguna modificación del reglamento.

Tanto el Senado como la Cámara de Representantes (las dos cámaras del Congreso) han enmendado su reglamento en lo referente a la conducta de los Senadores y Representantes y del personal.  Las enmiendas del Reglamento de la Cámara Baja se refieren a regalos provenientes de grupos de presión, agentes de directivos de entidades extranjeras y ciertas organizaciones que emplean a grupos de presión o agentes extranjeros y requisitos relativos a la aceptación de gastos de viaje para viajes “oficialmente conectados” con sus actividades por parte de Diputados y funcionarios, efectuados por entidades privadas externas.  Las enmiendas del Reglamento del Senado se refieren a la aceptación de regalos, comidas o viajes pagados por grupos de presión o por la entidad que emplee sus servicios.  
Programas de capacitación y prevención:

La OGE introdujo un nuevo curso de capacitación sobre conflicto de intereses para nuevos funcionarios de asuntos de ética, sobre detección de conflictos de intereses financieros fundamentales (18 U.S.C. § 208), evaluación de cuestiones de imparcialidad y análisis de conflictos en el contexto de la búsqueda de empleo.  El curso comprende asimismo un análisis de correctivos apropiados.  

La OGE ha iniciado el proceso de publicación de cinco nuevos folletos educativos y revisión de varios folletos existentes.  Entre los temas de los nuevos folletos figuran los relativos a adquisiciones públicas, fideicomisos ciegos, búsqueda de empleo y cuestiones de ética de empleados de contratistas.  Los textos revisados se refieren a empleo posterior a la función pública y normas generales de ética para altos empleados.

Evaluaciones del programa:

La OGE sigue administrando diversas encuestas para evaluar programas de ética de entidades y establecer datos de referencia para el plan estratégico de la Oficina.  Un instrumento de encuesta mide las percepciones de los empleados sobre la “cultura ética” y el programa de ética de los organismos en que trabajan.  Se administró otra encuesta, recientemente elaborada, a funcionarios de ética a toda clase de departamentos y dependencias del Poder Ejecutivo, para evaluar la eficacia de los servicios y del respaldo proporcionado por la OGE.

La OGE promueve la utilización por parte de los organismos de herramientas de autoevaluación para evaluar las percepciones de los empleados sobre la “cultura ética” de sus organismos y su programa de ética, y los ayuda a prepararlos.  Por ejemplo, en la Decimoquinta Conferencia Nacional de Ética en la Función Pública y en una reciente reunión del Consejo Interinstitucional sobre Ética, la OGE participó en paneles en que se analiza la utilización de herramientas de autoevaluación por parte de los diferentes organismos.

La OGE sigue evaluando la actividad de aplicación coercitiva de normas en los organismos del Poder Ejecutivo en el curso de los exámenes de programas.  Además administra una encuesta de ética entre los empleados antes de realizar un examen del programa.  En ella se formulan preguntas a los empleados sobre su percepción de la determinación de los organismos de adoptar medidas correctivas cuando se comprueba la violación de normas de ética por parte del personal.

Investigación y aplicación coercitiva:

-El Director de la OGE sigue participando activamente en el Consejo de la Presidencia sobre Integridad y Eficiencia, formado por los Inspectores Generales designados por el Presidente y confirmados por el Senado, responsables de ocuparse de temas de integridad, economía y eficacia que trascienden a los distintos organismos públicos y de investigar transgresiones de las leyes y las normas de conducta sobre conflicto de intereses.  En un discurso pronunciado ante este consejo y en un mensaje de correo electrónico emitido ulteriormente al personal de las Inspecciones Generales el Director hizo hincapié en la importancia y el requisito legal de que los organismos den a conocer a la OGE todas las denuncias de violaciones de conflictos de intereses formuladas ante el Departamento de Justicia y derivadas a la OGE por éste.  El Director señaló que a través de una coordinación más estrecha se puede respaldar el proceso de imposición de eventuales medidas disciplinarias ante los actos referidos y a la vez ayudar a identificar posibles fallas en el programa de capacitación en materia de ética.

La OGE creó recientemente un sistema de información electrónica para el Formulario 202 de la OGE, Notificación de Conflicto de Intereses, para ayudar a los organismos a notificar a la OGE los casos derivados por el Departamento de Justicia sobre potenciales transgresiones de las leyes penales sobre conflictos de intereses presentados ante dicho Departamento.  El formulario de denuncia puede obtenerse en el sitio web público de la OGE y mejorará el cumplimiento de los requisitos de formulación de denuncias proporcionando a los organismos un método más sencillo y eficiente para proporcionar la información necesaria a la OGE.  La mayor facilidad de realización de las denuncias puede ayudar a recopilar más información sobre los expedientes derivados para tener la posibilidad e identificar tendencias y nuevas estrategias potenciales de fortalecimiento de la labor de aplicación coercitiva de normas.  

La OGE sigue publicando un resumen anual de procesamientos por conflictos de intereses promovidos por el Departamento de Justicia.  La OGE recurre a las Fiscalías de los Estados Unidos para identificar casos referentes a leyes sobre conflictos de intereses, los resume y da a conocer esas síntesis a los funcionarios de asuntos de ética del Poder Ejecutivo.

1.2.  Normas de conducta para asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento
RECOMENDACIÓN: Continuar fortaleciendo la implementación de las normas de conducta para asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones.
Estados Unidos sigue fortaleciendo la implementación de la amplia red de leyes y reglamentos destinados a reducir al mínimo la posibilidad de derroche, fraude e impropia administración y garantizar que los recursos del Gobierno federal se utilicen eficiente y eficazmente para lograr los resultados que se pretende a través del programa.
La Oficina de Ética del Gobierno (OGE) sigue realizando el seguimiento y el examen de la aplicación de las leyes sobre normas de conducta y leyes penales sobre conflicto de intereses, que incluyen disposiciones sobre uso adecuado de recursos públicos.  (Véase también la respuesta a 1.1).  La OGE está preparando un nuevo curso de capacitación para empleados del Poder Ejecutivo, sobre utilización impropia de sus cargos oficiales, que comprende una sección destinada específicamente a la impropia utilización de recursos públicos.  

1.3.  Normas de conducta y mecanismos en relación con las medidas y sistemas para exigir a los funcionarios y empleados informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento.
RECOMENDACIÓN: Continuar fortaleciendo los mecanismos en relación con las medidas y sistemas existentes en relación con la obligación de los funcionarios públicos de informar a las autoridades competentes sobre presuntos actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento.

Para cumplir con esta recomendación, Estados Unidos podría tener en cuenta la siguiente medida: 

a) Continuar implementando medidas que permitan la consideración oportuna por la Oficina del Asesor Jurídico Especial de Estados Unidos (OSC) de los casos relacionados con la protección de empleados, ex empleados y solicitantes de empleo federal (“whistleblowers”), en los casos previstos por la ley, y así, entre otros, facilitar el cumplimiento de la obligación de los funcionarios y empleados de informar a las autoridades competentes sobre presuntos actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento.  (Ver sección 1.3.3, parte B, del capítulo II de este informe
La Oficina del Asesor Jurídico Especial (OSC) sigue buscando la manera de procesar más eficientemente denuncias sobre represalias contra denunciantes, sin detrimento de la minuciosidad de su consideración de esas alegaciones.  Esas medidas incluyen la utilización de tecnología para reducir el tiempo de viaje, promover la resolución temprana de casos apropiados y reducir el papeleo y los niveles de examen internos.  La OSC colabora con otros organismos federales buscando “prácticas óptimas” referentes a investigación y procesamiento de casos y sigue controlando la puntualidad de la resolución de casos que realiza, para que los casos no se acumulen.  Este continuo proceso de mejoramiento y seguimiento de la eficiencia permite a la OSC considerar puntualmente las denuncias y proporciona a los denunciantes los mecanismos de protección acordados por la ley, con lo cual promueve la denuncia, por parte de los empleados públicos, de actos de corrupción cometidos en el Gobierno.

2.  SISTEMAS PARA LA DECLARACIÓN DE INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS (ARTICULO III, PÁRRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN) 
RECOMENDACIÓN: Continuar fortaleciendo los sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos.  
Para cumplir con esta recomendación, Estados Unidos podría tener en cuenta la siguiente medida: 

a) Continuar el proceso de análisis periódico y apropiada actualización de los sistemas de declaraciones financieras.  (Ver sección 2.2, parte B, del capítulo II de este informe)
La Oficina de Ética del Gobierno (OGE) sigue examinando, evaluando y actualizando los sistemas de declaración de información financiera aplicables a los funcionarios públicos.  Tras evaluar los resultados de una encuesta de funcionarios de asuntos de ética del Poder Ejecutivo, la OGE publicó un formulario confidencial de reglamentación e información para la declaración de datos financieros.  Las versiones revisadas del reglamento están destinadas a simplificar los requisitos de declaración, establecer una definición más precisa de quién debe presentar el formulario de información confidencial y hacer hincapié en la capacidad de un organismo de aplicar sistemas de información alternativos adaptados más específicamente a los tipos de conflictos de intereses y cuestiones de ética que se plantean en su organismo.  Las modificaciones del formulario de declaración confidencial de datos financieros están destinadas a reflejar las modificaciones reglamentarias y a facilitar el llenado electrónico del formulario.  Los informes del primer ciclo comprendido en el sistema revisado se recogieron en el primer trimestre de 2007.  La OGE elaboró un curso de capacitación en línea y preguntas frecuentemente formuladas referentes al nuevo reglamento y formulario, y en el sitio en Internet de la OGE lo puso a disposición de los funcionarios de asuntos de ética y de quienes deben presentarlos.  

La OGE realizó también un examen de organismos del Poder Ejecutivo que han adoptado sistemas de pagos no estándar y la manera en que esos organismos determinan los cargos de esos sistemas cuyos titulares tienen la obligación de presentar un informe de declaración pública de datos financieros.  Como resultado de ese examen la OGE emitió directrices para ayudar a los funcionarios de asuntos de ética a identificar adecuadamente los cargos cuyos titulares están sujetos a la obligación de presentar información financiera mediante declaraciones públicas.

3.  ÓRGANOS DE CONTROL SUPERIOR EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES SELECCIONADAS (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1, 2, 4 Y 11 DE LA CONVENCIÓN) 

Estados Unidos ha considerado y adoptado medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer órganos de control superior que desarrollen funciones en relación con el efectivo cumplimiento de las disposiciones seleccionadas para ser analizadas en el marco de la primera ronda (Artículo III, párrafos 1, 2, 4 y 11 de la Convención), de acuerdo con lo dicho en la sección 3, parte B, del capítulo II del presente informe.  
En vista de los comentarios formulados en dicho aparte, el Comité sugiere que Estados Unidos considere continuar fortaleciendo las relaciones de cooperación y coordinación entre los órganos federales de control superior sobre las funciones que desarrollan en relación con las disposiciones previstas en los numerales 1, 2, 4 y 11 de la Convención.  

Desde la época en que Estados Unidos presentó su respuesta al Cuestionario de la Primera Ronda en enero de 2005, el Departamento de Justicia de los Estados Unidos ha llevado a cabo varias iniciativas encaminadas a reforzar las relaciones de cooperación y coordinación dentro del Departamento de Justicia y entre éste y otros órganos federales de aplicación coercitiva de leyes o de supervisión, lo que comprende, entre otras cosas, el establecimiento de: (1) el Grupo de Trabajo contra el Fraude en el Programa  Katrina del Departamento de Justicia de los Estados Unidos; (2) el Grupo de Trabajo contra el Fraude en las Adquisiciones Nacionales del Departamento de Justicia, y (3) el Grupo de Trabajo de Lucha contra la Corrupción en los Contratos Internacionales.  A través de esas iniciativas el Departamento de Justicia de los Estados Unidos ha procurado reforzar la orientación, reunir recursos, mejorar las comunicaciones y coordinar la respuesta, en la esfera de la seguridad pública, frente a diversos temas de corrupción pública.  A continuación se analiza cada uno de esos programas.

(1)
Grupo de Trabajo contra el Fraude en el Programa  Katrina del Departamento de Justicia de los Estados Unidos
El 8 de septiembre de 2005 el Fiscal General Alberto Gonzalez estableció el Grupo de Trabajo contra el Fraude en el Programa  Katrina, del Departamento de Justicia de los Estados, cuya misión consiste en disuadir, y detectar casos de fraude relacionados con el desastre del huracán Katrina, incluidos los delitos de corrupción pública conexos y promover el procesamiento de sus autores.  Además de ocuparse de las reclamaciones fraudulentas de beneficios de socorro para desastres y maniobras de defraudación de potenciales donantes de socorro para el huracán, el Grupo de Trabajo investiga denuncias de soborno, extorsión y fraude que involucran a funcionarios públicos vinculados con actividades de socorro o recuperación frente a desastres, y promueve el procesamiento de los culpables.  El Grupo de Trabajo contra el Fraude en el Programa  Katrina, presidido por la Fiscal General Adjunta para la División de Asuntos Penales, Alice S. Fisher, está integrado por representantes de componentes del Departamento de Justicia de los Estados Unidos, así como otros organismos federales, incluidos:

Departamento de Justicia de los Estados Unidos; la División de Asuntos Antimonopolísticos, la División de Asuntos Penales; la División de Asuntos Civiles, la Oficina Ejecutiva de los Fiscales de los Estados Unidos, la Oficina Federal de Investigaciones; las Oficinas del Fiscal de los Estados Unidos para la Región de la Costa del Golfo y de todas partes de los Estados Unidos; la Comisión Federal de Comercio; la División de Investigaciones Penales del Servicio de Ingresos Internos; la Comisión de Valores y Asuntos Bursátiles; el Servicio de Inspección Postal de los Estados Unidos; el Servicio Secreto de los Estados Unidos; el Consejo de la Presidencia sobre Integridad y Eficiencia, el Consejo Ejecutivo sobre Integridad y Eficiencia, y numerosas Inspecciones Generales, incluidas las del:

· Departamento de Agricultura;

· Departamento de Comercio;

· Departamento de Defensa;

· Departamento de Educación;

· Departamento de Energía;

· Departamento de Salud y Servicios Humanos;

· Departamento de Seguridad Interior;

· Departamento de Vivienda y Desarrollo Urbano;

· Departamento de Trabajo;

· Departamento de Transporte;

· Departamento de Tesorería;

· La Agencia de Protección Ambiental;

· La Corporación Federal de Seguros de Depósitos;

· La Administración de Servicios Generales;

· La Administración Nacional de Aeronáutica y del Espacio;

· La Administración de Pequeñas Empresas;

· La Administración de la Seguridad Social;

· El Servicio Postal de los Estados Unidos;

· La Administración de Veteranos de las Fuerzas Armadas;

· Representantes de organismos estatales y locales de aplicación coercitiva de normas, incluida: 

· La Asociación Nacional de Fiscales Generales;

· La Asociación Nacional de Fiscales de Distritos.

El grupo de trabajo opera asimismo en estrecha asociación con la Cruz Roja Estadounidense y diversas entidades del sector privado que han venido ayudando a los servicios de aplicación coercitiva de normas a identificar nuevas maniobras de fraude relacionadas con el huracán.  

Al iniciar sus actividades el Grupo de Trabajo contra el Fraude en el Programa  Katrina estableció líneas telefónicas para emergencias y creó grupos de trabajo destinados a reunir los esfuerzos de agentes de aplicación de normas de nivel federal, estatal y local.  Además creó un Centro de Comando Conjunto en Baton Rouge, Luisiana, para coordinar esfuerzos, manejar procesos de resolución de conflictos, solucionar problemas y alojar bases de datos con capacidad de realizar el seguimiento de denuncias y orientar expedientes derivados y analizar tendencias y datos.  Entre las tendencias percibidas el grupo de trabajo identificó una modalidad especialmente preocupante de actividades delictivas en cuyo contexto determinadas personas utilizaban sus cargos en organismos públicos y entidades de beneficencia para explotar los programas de socorro frente a desastres que debían proteger.  El grupo de trabajo se ocupa de promover el procesamiento de empleados de la Agencia Federal de Gestión de Emergencias (“FEMA”, en sus siglas en inglés), el Cuerpo de Ingenieros del Ejército, el Departamento de Trabajo de Luisiana y la Cruz Roja Estadounidense que defrauden a los propios programas que se les había encomendado administraran.  

Al 10 de mayo de 2006 el Grupo de Trabajo contra el Fraude en el Programa  Katrina había formulado cargos criminales contra 261 personas en 218 casos en 24 distritos judiciales en todo el país.  A continuación se mencionan algunos ejemplos de casos que tienen que ver con corrupción en el sector público:

· El 3 de mayo de 2006 un empleado por contrato que trabajaba en el Departamento de Trabajo de Luisiana fue arrestado en el Distrito Central de Luisiana tras aceptar un pago de una persona a cambio de una tarjeta de beneficios falsificada que había emitido a solicitud de la persona.  Se alega que dicho empleado facilitó numerosas reclamaciones fraudulentas de tarjetas de beneficios por desempleo provocado por el desastre.

· El 5 de abril de 2006 dos ex empleados de la FEMA se declararon culpables en el Distrito Oriental de Luisiana por haber solicitado sobornos como funcionarios públicos.  Según las imputaciones penales formuladas en el caso, ambos estaban a cargo de la administración del campamento base de la FEMA, en Algiers, Luisiana, se pusieron en contacto con un contratista local y en una serie de reuniones le solicitaron un soborno de US$20.000 a cambio de inflar el número de beneficiarios de un contrato de servicios de comidas por US$1.000.000, en el campamento base.  Ambos empleados fueron arrestados el 27 de enero de 2006, tras haber recibido del contratista sendos sobres que contenían US$10.000.  
· El 21 de marzo de 2006 en el Distrito Meridional de Misisipí, un contratista que prestaba servicios de remoción de escombros tras el huracán Katrina, así como un empleado del Cuerpo de Ingenieros del Ejército de los Estados Unidos, se declararon culpables de asociación para sobornar a un funcionario federal.  El subcontratista pagó al empleado del Cuerpo de Ingenieros múltiples sobornos para crear falsas boletas de carga de escombros que el subcontratista nunca arrojó en el vertedero en que prestaba servicios el empleado del Cuerpo de Ingenieros como representante del servicio de garantía de calidad.  Los agentes federales grabaron conversaciones entre los dos acusados, referentes al pago, por parte del subcontratista al empleado del Cuerpo de Ingenieros, US$100 a cambio de cinco boletas de carga falsa.  Los acusados admitieron maniobras semejantes con no menos de 14 boletas de carga falsificadas adicionales.  
· El 15 de diciembre de 2005 un gran jurado federal para el Distrito Oriental de Luisiana declaró culpable a un miembro del Consejo local de Saint Tammany por cargos de extorsión previstos en la Ley Hobbs y lavado de dinero.  En la declaración de culpabilidad se alega que el acusado utilizó su cargo oficial como miembro del Consejo para obtener información privilegiada sobre un contrato de remoción de escombros provocados por el huracán Katrina y para incitar a un contratista principal, en la circunscripción de Saint Tammany, a celebrar un contrato con otra compañía.  Alega además que el acusado presionó a los propietarios de una segunda compañía a pagarle el 50% de los fondos que la compañía había recibido del primer contratista.  
Recursos:
Sitio web del Grupo de Trabajo contra el Fraude en las Adquisiciones Nacionales del Departamento de Justicia de los Estados Unidos

http://www.usdoj.gov/katrina/Katrina_Fraud/
Departamento de Justicia de los Estados Unidos, comunicado de prensa del 5 de septiembre de 2005

http://www.usdoj.gov/opa/pr/2005/September/05_ag_462.htm
Declaración de Alice S. Fisher, Fiscal General Adjunta, División de Asuntos Penales, Departamento de Justicia de los Estados Unidos, ante el Comité de Seguridad Interior y Asuntos Gubernamentales del Senado de los Estados Unidos con respecto a “Huracán Katrina: Derroche, fraude y abusos agravan el desastre”, 13 de febrero de 2006

http://www.usdoj.gov/katrina/Katrina_Fraud/pr/testimonies/2006/feb/2-13-06FisherTestimony.pdf
Declaración de Alice S. Fisher, Fiscal General Adjunta, División de Asuntos Penales, Departamento de Justicia de los Estados Unidos, ante el Subcomité de Administración, Financias y Responsabilidad Pública del Comité de Reforma del Gobierno de la Cámara de Representantes de los Estados Unidos referente a “Después de Katrina: El papel Grupo de Trabajo contra el Fraude en el Programa  Katrina del Departamento de Justicia y de las Inspecciones Generales de organismos en la prevención del derroche, fraude y abuso”, 10 de mayo de 2006

http://www.usdoj.gov/katrina/Katrina_Fraud/pr/testimonies/2006/may/AliceFisher_testimony051106.pdf
Grupo de Trabajo contra el Fraude en el Programa  Katrina del Departamento de Justicia de los Estados, Informe de Situación para el Fiscal General, octubre de 2005

http://www.usdoj.gov/katrina/Katrina_Fraud/docs/KatrinaProgressReport10-18-05.pdf
Grupo de Trabajo contra el Fraude en el Programa  Katrina del Departamento de Justicia de los Estados, Informe de Situación para el Fiscal General, febrero de 2006

http://www.usdoj.gov/katrina/Katrina_Fraud/docs/katrinareportfeb2006.pdf
Grupo de Trabajo contra el Fraude en el Programa  Katrina del Departamento de Justicia de los Estados, Informe de Situación para el Fiscal General, septiembre de 2006

http://www.usdoj.gov/katrina/Katrina_Fraud/docs/09-12-06AGprogressrpt.pdf
Prevención y detección de concierto ilícito en licitaciones, fijación de precios y asignación de mercados en proyectos de reconstrucción post-desastre – Información básica antimonopolística para funcionarios de adquisiciones, División de Asuntos Antimonopolísticos, Departamento de Justicia de los Estados Unidos

http://www.usdoj.gov/atr/public/guidelines/disaster_primer.htm
(2)
Grupo de Trabajo contra el Fraude en las Adquisiciones Nacionales del Departamento de Justicia de los Estados Unidos
El 10 de octubre de 2006, el Vicefiscal General Paul J. McNulty creó el Grupo de Trabajo contra el Fraude en las Adquisiciones Nacionales para promover la prevención y detección temprana de fraudes en adquisiciones y el procesamiento de los responsables.  Lo preside la Fiscal General Adjunta para la División de Asuntos Penales Alice S. Fisher, y está formado por representantes de órganos del Departamento de Justicia de los Estados Unidos, y de otros organismos federales, tales como:

· Departamento de Justicia de los Estados Unidos;

· División de Asuntos Antimonopolísticos;

· División de Asuntos Penales;

· Sección de Incautación de Activos y Lavado de Dinero;

· Sección de Fraude;

· Sección de Integridad Pública;

· Oficina Federal de Investigaciones;

· Inspector General;

· División de Asuntos Tributarios;

· Fiscalías de los Estados Unidos en el Distrito Oriental de Virginia, el Distrito de Columbia, el Distrito de Maryland, y distintas partes de los Estados Unidos;

· Todos los organismos de investigación relacionados con Defensa, incluidos:

· Oficina de Investigaciones Especiales de la Fuerza Aérea de los Estados Unidos;

· Comando de Investigaciones Penales del Ejército de los Estados Unidos;

· Servicio de Investigaciones Penales de Defensa de la Oficina del Inspector General del Departamento de Defensa de los Estados Unidos;

· Servicio de Investigaciones Penales de la Armada de los Estados Unidos;

· La Oficina del Inspector General Especial para la Reconstrucción de Iraq y otras oficinas federales de Inspectores Generales tales como

· La Agencia Central de Inteligencia;

· El Departamento de Agricultura;

· El Departamento de Defensa;

· El Departamento de Energía;

· El Departamento de Seguridad Interior;

· El Departamento de Vivienda y Desarrollo Urbano;

· El Departamento del Interior;

· El Departamento de Estado;

· El Departamento de Transporte;

· El Departamento de Tesorería;

· El Departamento de Asuntos de Veteranos de las Fuerzas Armadas;

· La Administración de Servicios Generales;

· La Administración Nacional de Aeronáutica y del Espacio;

· La Oficina Nacional de Reconocimiento;

· Comisión de Regulación Nuclear;

· La Oficina del Director de Inteligencia Nacional;

· La Administración de Pequeñas Empresas;

· La Administración de la Seguridad Social;

· El Servicio Postal de los Estados Unidos.

El Grupo de Trabajo hace hincapié en reforzar las actividades de aplicación coercitiva de normas civiles y penales en los aspectos en que pueden suscitar efectos más pronunciados, tales como inadecuada fijación de precios, sustitución de productos, uso impropio de información clasificada e información sensible sobre adquisiciones, declaraciones falsas sobre productos, fraude en donaciones, cobros por trabajo no realizado, fraude en ventas a Fuerzas Armadas de otros países, violación de normas de ética y conflicto de intereses y corrupción en el sector público vinculados con fraude en adquisiciones.  El Grupo de Trabajo se ocupa también de intensificar al máximo el intercambio de información y orienta significativamente el manejo de cuestiones tales como fraude en donaciones, relaciones con el sector privado, capacitación y legislación.

Las Secciones de Incautación de Activos y Lavado de Dinero, de Fraude, y de Integridad Pública de la División de Asuntos Penales del Departamento de Justicia han logrado conjuntamente varios procesamientos penales en la esfera del fraude en las adquisiciones.  Tan sólo en 2006 esas tres secciones unieron fuerzas para promover una serie de casos de fraude y sobornos – incluidos cargos de falsificación y órdenes de incautación – contra personal militar y civil que participó en un complicado plan de obtención de coimas referentes a fondos de reconstrucción de Iraq.  Los siguientes son ejemplos de esos caso: 

· El 2 de febrero de 2006, Robert Stein, Autoridad Provisional de la Coalición-Región Sudcentral (“CPA-SC”, en sus siglas en inglés), Oficial Contralor y de Financiamiento, se declaró culpable de asociación para delinquir, soborno, lavado de dinero, posesión de ametralladoras y comisión de delitos graves en posesión de armas de fuego en relación con el plan de defraudación a la CPA.  El 29 de enero de 2007 Stein fue condenado a nueve años de prisión y tres años de libertad condicional y se le ordenó pagar US$3,6 millones por concepto de restitución y se le incautaron US$3,6 millones en activos.

· El 9 de marzo de 2006, Philip Bloom, ciudadano de Estados Unidos que residía en Rumania e Iraq, se declaró culpable de asociación para delinquir, soborno y lavado de dinero en relación con un plan de defraudación de la CPA.  Bloom admitió que entre diciembre de 2003 y diciembre de 2005 se había asociado con Stein y numerosos funcionarios públicos, incluidos varios oficiales de alto rango del Ejército de los Estados Unidos, para manipular las licitaciones de contratos financiados con recursos federales adjudicados a la CPA-SC, para que todos los contratos fueran adjudicados a Bloom.  El valor total de los contratos adjudicados a Bloom superó los US$8,6 millones.  Bloom admitió haber pagado a Stein y otros funcionarios públicos más de US$2 millones de sumas robadas que eran el producto de licitaciones adjudicadas en forma fraudulenta y no menos de US$2 millones en dineros robados a la CPA, para ocultar la fuente y el origen de los fondos.  El 16 de febrero de 2007 Bloom fue condenado a 46 meses de prisión y dos años de libertad condicional y se le ordenó pagar US$3,6 millones por concepto de restitución, con incautación de US$3,6 millones en activos.

· El 25 de agosto de 2006, en el Distrito de Columbia, Bruce D.  Hopfengardner, Teniente Coronel de la Reserva del Ejército de los Estados Unidos, se declaró culpable de asociación para cometer fraude cablegráfico y lavado de dinero en relación con un plan de defraudación de la CPA-SC en Al-Hillah, Iraq.  En su confesión de culpabilidad, Hopfengardner admitió que mientras prestaba servicios como asesor especial de la CPA-SC utilizó su cargo oficial para encaminar contratos a Philip H.  Bloom, ciudadano de los Estados Unidos que era propietario y operaba varias compañías en Iraq y en Rumania, a cambio de que Bloom proporcionara a Hopfengardner varias cosas de valor, incluidos US$144.500 en efectivo, vehículos por valor de más de US$70.000, una computadora de US$2.000 y un reloj de US$6.000.  Hopfengardner y sus coconspiradores blanquearon más de US$300.000 a través de diversas cuentas bancarias en los Estados Unidos, Iraq, Kuwait y Suiza.  Finalmente, admitió haber robado US$120.000 de la CPA-SC, suma que había sido destinada a ser utilizada en la reconstrucción de Iraq, y haber remitido de contrabando el dinero robado a los Estados Unidos en aeronaves comerciales y militares.  Hopfengardner fue condenado a 21 meses de prisión y al pago de una multa de US$144.500.  

· El 12 de octubre de 2006, el ex director civil del Departamento de Defensa  SEQ CHAPTER \h \r 1Gheevarghese Pappen, se declaró culpable de haber aceptado regalos ilegales mientras estaba destacado en el Grupo de Apoyo Zonal del Ejército de los Estados Unidos, Oficina de Nación Sede en Camp Arifjan, Kuwait, que respalda las operaciones militares de los Estados Unidos en Iraq.  Pappen fue condenado a dos años de prisión.

Recursos:

Sitio web del Grupo de Trabajo contra el Fraude en las Adquisiciones Nacionales del Departamento de Justicia de los Estados Unidos

http://www.usdoj.gov/criminal/npftf/
Departamento de Justicia de los Estados Unidos, Lucha contra el fraude en las adquisiciones: Iniciativa nacional para incrementar las actividades de prevención del fraude en los procesos de adquisiciones federales y para el procesamiento de los responsables

http://www.usdoj.gov/criminal/npftf/links/related_fraud.html
Transcripción de conferencia de prensa sobre declaración de culpabilidad de cinco acusados en casos referentes a un plan de soborno, fraude y lavado de dinero en al-Hillan, Iraq, 7 de febrero de 2007

http://www.usdoj.gov/dag/speech/2007/dag_speech_070207.htm
Declaración de Barry M. Sabin, Vicefiscal General Adjunto de la División de Asuntos Penales, Departamento de Justicia de los Estados Unidos, ante el Comité de Asuntos Judiciales del Senado de los Estados Unidos referente a la Lucha contra el aprovechamiento ilícito en el contexto bélico: “¿Estamos haciendo lo suficiente para investigar los fraudes y abusos en las contrataciones en Iraq y procesar a los responsables?”, presentada el 20 de marzo de 2007

http://www.usdoj.gov/criminal/npftf/pr/testimony/2007/03-20-07sabin-testimony.pdf
(3)
Grupo de Trabajo de Lucha contra la Corrupción en los Contratos Internacionales

El Grupo de Trabajo de Lucha contra la Corrupción en los Contratos Internacionales fue establecido en octubre de 2006 como fuerza de trabajo operativa que despliega elementos de investigación e inteligencia penal en todo el mundo para detectar e investigar casos de corrupción y fraude en contratos resultantes principalmente de la guerra mundial contra el terrorismo.  Lo dirige una Junta de Gobernadores y está formado por los siguientes organismos estatutarios:

· Oficina del Inspector General Especial para la Reconstrucción de Iraq;

· Oficina del Inspector General de la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional;

· Comando de Investigaciones Penales del Ejército de los Estados Unidos, Unidad Principal de Fraude en Adquisiciones;

· Inspector General del Servicio de Investigaciones Penales de Defensa del Departamento de Defensa de los Estados Unidos;

· Oficina Federal de Investigaciones del Departamento de Justicia de los Estados Unidos;

· Oficina del Inspector General del Departamento de Estado de los Estados Unidos.

El Grupo de Trabajo de Lucha contra la Corrupción en los Contratos Internacionales se creó en parte en virtud del reconocimiento de que los casos de fraude en adquisiciones, especialmente los que se producen en el contexto de las guerras en Iraq y Afganistán, generalmente son muy complicados y requieren uso intensivo de recursos.  En muchos casos implican actos extraterritoriales, así como actos internos, que requieren coordinación entre los organismos de aplicación coercitiva de normas pertinentes.  Para mejorar la coordinación y el intercambio de información el grupo de trabajo ha establecido un Centro de Operaciones Conjuntas en Washington, DC, que coordina actividades de recopilación de inteligencia, labor de casos en resolución de conflictos y despliegue de recursos, coordina la distribución de inteligencia y proporciona respaldo analítico y logístico a organismos miembros del grupo de trabajo.

Recursos:
Declaración de Barry M. Sabin, Vicefiscal General Adjunto de la División de Asuntos Penales, Departamento de Justicia de los Estados Unidos, ante el Comité de Asuntos Judiciales del Senado de los Estados Unidos referente a la lucha contra el aprovechamiento ilícito en el contexto bélico: “¿Estamos haciendo lo suficiente para investigar los fraudes y abusos en las contrataciones en Iraq y procesar a los responsables?”, presentada el 20 de marzo de 2007

http://www.usdoj.gov/criminal/npftf/pr/testimony/2007/03-20-07sabin-testimony.pdf
4.
MECANISMOS PARA ESTIMULAR LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES EN LOS ESFUERZOS DESTINADOS A PREVENIR LA CORRUPCIÓN (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 11, DE LA CONVENCIÓN).

Estados Unidos ha considerado y adoptado medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción, de acuerdo con lo dicho en la sección 4, parte B, del capítulo II del presente informe.

En vista de los comentarios formulados en dicha sección, el Comité sugiere que Estados Unidos considere las siguientes recomendaciones: 
4.1. Mecanismos de participación en general 

En la presente sección no se consideraron recomendaciones por parte del Comité.  

4.2. Mecanismos para el acceso a la información

Continuar fortaleciendo los mecanismos para el acceso a la información pública.  
Para cumplir con esta recomendación, Estados Unidos podría tener en cuenta la siguiente medida: 
a) Continuar con el proceso de evaluación y perfeccionamiento de la aplicación de la Ley de Libertad de Información (FOIA, en sus siglas en inglés), incluidas las enmiendas introducidas por la Ley de Libertad de Información Electrónica de 1996 (E-FOIA).  (Ver sección 4.2.3, parte B, del capítulo II de este informe).  

Desde enero de 2005, en que Estados Unidos remitió su respuesta al Cuestionario de la Primera Ronda, Estados Unidos ha tratado de mejorar la aplicación de la Ley de Libertad de Información, 5 U.S.C. § 552 (“FOIA”, o “la Ley”).  Aunque no se ha modificado el texto de la FOIA ni se han introducido reglamentos desde la fecha mencionada, el Poder Ejecutivo del Gobierno de los Estados Unidos se ha esforzado en incrementar el acceso público a la información.  Específicamente, el 14 de diciembre de 2005, el Presidente George W.  Bush dictó la Orden Ejecutiva 13.392, titulada, “Mejoramiento de la Divulgación de Información de los Organismos Públicos”, que contiene varios enunciados de política de la FOIA a nivel de todo el Gobierno, así como muchos requisitos específicos en las esferas de servicio al cliente, planificación e información que afectan a todos los organismos federales en cuanto a su administración de la Ley.  La orden ejecutiva referente a la FOIA, la primera de su clase, estableció una política “centrada en el ciudadano” y “orientada por resultados” para mejorar la administración de la Ley en todos los ámbitos del Poder Ejecutivo; dispuso que se prestara más atención a las dificultades que representaba la acumulación de solicitudes pendientes basadas en la FOIA, e impuso a todos los organismos nuevas obligaciones que debían cumplir dentro de plazos específicos.  


Un aspecto más fundamental es que la orden ejecutiva en cuestión hizo hincapié en la importancia de la Ley de Libertad de Información para “[e]l eficaz funcionamiento de nuestra democracia constitucional” y recordó a todos los organismos que “los solicitantes de información basada en la FOIA pretenden obtener un servicio del Gobierno federal y deben ser tratados en tal carácter”.  En consecuencia, la Orden enunció una política global de respuesta a las solicitudes basadas en la FOIA, que debe realizarse “en forma cortés y apropiada” y por vías que permitan a quienes solicitan esa información “conocer el proceso de la FOIA”, muy especialmente “el estado de su solicitud”.  Recordó a todos los organismos federales su obligación de cumplir sus responsabilidades en el marco de la FOIA en forma eficiente y “orientándose por resultados” y “lograr mejoras tangibles y medibles en la tramitación de la FOIA”.  Su objetivo consiste en “mejorar los servicios y el desempeño” e “incrementar la eficiencia” en las operaciones de la FOIA en los organismos, “fortaleciendo así el cumplimiento de la FOIA” y reduciendo al mínimo “las controversias y los litigios conexos” que se plantean a ese respecto.  


Para lograrlo, la Orden Ejecutiva 13.392 encomendó a todos los organismos federales sujetos a la FOIA entre otras cosas adoptar las siguientes medidas básicas:


(1)
Designar, dentro de un plazo de 30 días, a un funcionario superior de cada organismo (a nivel de Secretario Adjunto o de rango equivalente) para que preste funciones como Oficial Jefe de Asuntos de la FOIA del organismo.


(2)
Establecer uno o más Centros de Servicio para Solicitantes de la FOIA (“Centro”), en la medida en que sea necesario, para que constituyan el primer punto de contacto para los solicitantes de información sobre la FOIA, a fin de que éstos puedan obtener información referente al estado de sus solicitudes enmarcadas en la FOIA e información sobre las respuestas del organismo sobre esas solicitudes.  El Centro debe contar con personal apropiado para recibir consultas de solicitantes de asuntos de la FOIA y darles respuesta.


(3)
Designar a uno o más funcionarios del organismo, en la medida en que sea necesario, como Enlaces Públicos de la FOIA; los mismos pueden prestar servicios en el Centro o en una oficina independiente.  Dichos enlaces se desempeñen como funcionarios supervisores a quienes el solicitante de información sobre la FOIA pueda plantear problemas con respecto a los servicios recibidos del Centro, tras una respuesta inicial del personal de este último.


(4)
Realizar un examen de las operaciones de la FOIA del organismo, para establecer si las prácticas de este último son compatibles con las políticas enunciadas en la Orden Ejecutiva.


(5)
Elaborar, si corresponde en consulta con el personal del organismo (incluidos los Enlaces Públicos de la FOIA), el Fiscal General y el Director de la Ofician de Administración y Presupuesto (OMB, en sus siglas en inglés), un plan específico para el organismo, para tener certeza de que la administración de asuntos de la FOIA por parte del organismo está en consonancia con la legislación aplicable y las políticas enunciadas en la Orden Ejecutiva.


(6)
Presentar al Fiscal General y al Director de la OMB un informe en que se resuman los resultados del examen del organismo y se incluya una copia del Plan de Mejoramiento de Asuntos de la FOIA del organismo, conforme a lo dispuesto en la Orden Ejecutiva.


(7)
Incluir en los informes anuales sobre la FOIA del organismo, correspondientes a los ejercicios de 2006 y 2007, un informe sobre la elaboración e implementación, por parte del organismo, de su Plan de Mejoramiento de Asuntos de la FOIA y sobre los resultados logrados por el organismo en cuanto al logro de los hitos enunciados en ese plan, en consonancia con las directrices del Departamento de Justicia.  

Recursos:

Orden Ejecutiva 13.392, “Mejoramiento de la Divulgación de Información de los Organismos Públicos”, 14 de diciembre de 2005
http://www.whitehouse.gov/news/releases/2005/12/print/20051214-4.html
Directrices sobre Implementación de la Orden Ejecutiva 13.392, 27 de abril de 2006, Oficina de Información y Privacidad del Departamento de Justicia de los Estados Unidos 

http://www.usdoj.gov/oip/foiapost/2006foiapost6.htm
Guía sobre la Ley de Libertad de Información, marzo de 2007, Departamento de Justicia de los Estados Unidos

http://www.usdoj.gov/oip/foia_guide07/procedural_requirements.pdf
Declaración de Melanie Ann Pustay, Directora Interina, Oficina de Información y Privacidad del Departamento de Justicia de los Estados Unidos, ante el Subcomité de Política de Información, Censo y Archivo Nacionales, Comité de Supervisión y Reforma del Gobierno, Cámara de Representantes de los Estados Unidos, Audiencia sobre “Implementación de la FOIA [Ley de Libertad de Información] – Evaluación de actividades de los organismos públicos para cumplir los requisitos de la FOIA”, 15 de febrero de 2007

http://www.usdoj.gov/oip/foia30.pdf
4.3.  
Mecanismos de consulta

Para cumplir con esta recomendación, Estados Unidos podría tener en cuenta la siguiente medida: 
a) Continuar evaluando periódicamente el funcionamiento de los Comités Asesores y, teniendo en cuenta los resultados de las evaluaciones que se realicen, adoptando las medidas pertinentes para asegurar el cumplimiento de sus cometidos y, entre otros, contribuir a la realización de los propósitos de la Convención.  (Ver sección 4.3.2, parte B, del capítulo II de este informe).  

b) Considerar, cuando corresponda, la creación y utilización de Comités Asesores por parte de los organismos en los que no existan o no se estén utilizando.  (Ver sección 4.3.2, parte B, del capitulo II de este informe).  

La Secretaría de Administración de Comités de la Administración de Servicios Generales tiene a su cargo cometidos destinados a mejorar la administración y responsabilidad de los comités asesores.  Entre esas responsabilidades figuran las de realizar anualmente un examen general referente al desempeño y a la necesidad de los comités asesores existentes; dictar reglamentos, directrices y controles de administración de la aplicabilidad a nivel de todo el Gobierno y verificar que los comités asesores se establezcan conforme a los requisitos de la Ley Federal de Comités Asesores.  La Secretaría mantiene además datos sobre comités asesores y verifica que éstos cumplan la finalidad para la que fueron establecidos.  Actualmente más de 60 organismos utilizan comités asesores para abordar cuestiones que reflejen los complejos cometidos que tiene a su cargo el Gobierno.  En el ejercicio de 2006 más de 65.000 miembros de comités prestaron servicios en 1.000 comités, y brindaron asesoramiento y recomendaciones sobre temas tales como seguridad del suministro de sangre del país, medidas necesarias para realizar la gestión de los recursos naturales y la estrategias de defensa nacional del país.


Además, en respuesta a Informes de la Oficina de Responsabilidad Gubernamental emitidos en 2002 y 2004, la Oficina de Ética del Gobierno actualizó la orientación que imparte a los organismos con respecto a las designaciones de miembros de los comités asesores federales, y prestó más atención a las cuestiones de designación de comités asesores en exámenes de programas de los organismos.  Véase http://www.usoge.gov/pages/daeograms/dgr_files/2005/do05012.pdf.

4.4.  
Mecanismos para estimular la participación en la gestión pública 
Continuar fortaleciendo los mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en la gestión pública.  Para cumplir con esta recomendación, Estados Unidos podría tener en cuenta la siguiente medida: 
a) Evaluar periódicamente los mecanismos existentes para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en la gestión pública, con el fin, entre otros, de determinar sus fortalezas y las áreas en que podrían ser objeto de mejoras y, teniendo en cuenta los resultados de las evaluaciones que se realicen, adoptar las medidas pertinentes para asegurar el cumplimiento de sus cometidos y, entre otros, contribuir a la realización de los propósitos de la Convención.  (Ver sección 4.4.2, parte B, del capítulo II de este informe).  

El Poder Ejecutivo examina sistemáticamente la posibilidad de establecer nuevos mecanismos que faciliten la participación en la administración pública.  A fin de promover dicha participación en el proceso de adopción de decisiones del Gobierno de los Estados Unidos los Archivos Nacionales han elaborado dos sitios web con vínculos a todos los sitios web de comentarios públicos de los organismos federales.  (Véase http://www.archives.gov/federal-register/public-participation/rulemaking-sites.html y http://www.regulations.gov/fdmspublic/component/main.) Esos sitios contienen el texto de proyectos de reglamentos, posibilidades de presentar comentarios electrónicamente e información actualizada sobre el estado de las normas una vez cerrados los plazos para la presentación de comentarios públicos.  Esos sitios brindan un método sencillo para que cualquier persona del público pueda presentar comentarios a organismos públicos cuando éstos están elaborando nuevos reglamentos.

4.5  Mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública 

Continuar fortaleciendo los mecanismos de participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en el seguimiento de la gestión pública.  Para cumplir con esta recomendación, Estados Unidos podría tener en cuenta la siguiente medida: 
a) Evaluar periódicamente los mecanismos existentes de participación de la sociedad civil y las organizaciones no gubernamentales en el seguimiento de la gestión pública, con el fin, entre otros, de determinar sus fortalezas y las áreas en que podrían ser objeto de mejoras y, teniendo en cuenta los resultados de las evaluaciones que se realicen, adoptar las medidas pertinentes para asegurar el cumplimiento de sus cometidos y, entre otros, contribuir a la realización de los propósitos de la Convención.  (Ver sección 4.5.2, parte B, del capítulo II de este informe).


Los sitios arriba mencionados también brindan a los ciudadanos la posibilidad de realizar el seguimiento de los procesos de adopción de decisiones.
5.  ASISTENCIA Y COOPERACIÓN (ARTÍCULO XIV DE LA CONVENCIÓN) 
 Estados Unidos ha adoptado medidas en materia de asistencia recíproca y cooperación técnica mutua, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo XIV de la Convención, tal como se describe y analiza en la sección 5, parte B, del capítulo II del presente informe.  

En vista de los comentarios formulados en dicha sección, el Comité sugiere que Estados Unidos considere las siguientes recomendaciones: 

a) Continuar brindando cooperación técnica a otros Estados Parte que la soliciten para apoyar la implementación de la Convención y de las recomendaciones que con dicho propósito les formule el Comité en los respectivos informes por país.  

b) Continuar participando y apoyando iniciativas de cooperación técnica mutua a través del intercambio de información en el marco de redes de autoridades gubernamentales competentes en materias relacionadas con la Convención.  

c) Considerar la posibilidad de suscribir tratados de asistencia judicial mutua con países miembros de la OEA, en especial con aquellos que no sean parte de algún tratado de asistencia judicial mutua que se refiera a las áreas previstas en la Convención.  

Desde enero de 2005, en que Estados Unidos presentó su respuesta al Cuestionario de la Primera Ronda, Estados Unidos ha seguido participando en la labor de asistencia y cooperación mutua con Estados miembros de la OEA en las esferas de capacitación relacionada con la lucha contra la corrupción, investigación, procesamiento penal e incautación de activos.  La Oficina de Asuntos Internacionales (“OIA”, en sus siglas en inglés) del Departamento de Justicia de los Estados Unidos realiza consultas regulares con Estados miembros de la OEA que mantienen tratados de asistencia judicial mutua con los Estados Unidos.  La OIA frecuentemente analiza casos, proporciona información y matrices para documentos necesarios para formular una solicitud formal de asistencia a los Estados Unidos.  En los últimos años la Sección de Incautación de Activos y Lavado de Dinero de la División de Asuntos Penales del Departamento de Justicia de los Estados Unidos y diversas Fiscalías de los Estados Unidos han venido brindando activa asistencia a funcionarios de Panamá y otros países de la región para la recuperación de activos robados por ex jefes de Estado y otros funcionarios públicos.  Además la OIA toma parte activa en los grupos de trabajo de tratados de asistencia judicial mutua (TAJM) de la OEA.

La Oficina de Desarrollo, Asistencia y Capacitación Procesal en el Exterior (OPDAT, en sus siglas en inglés) del Departamento de Justicia de los Estados Unidos mantiene actualmente fiscales de los Estados Unidos en servicio como Asesores Jurídicos Residentes (AJR) en tres países miembros de la OEA -- Colombia, Paraguay, México – y uno comenzará a actuar en diciembre de 2007 en Brasil.  Cuatro AJR que prestan servicios en la Embajada de los Estados Unidos en Bogotá, Colombia, colaboran en la aplicación del nuevo Código del Proceso Penal colombiano, capacitación de unidades de investigación especializadas y diseño y ejecución de programas de asistencia en ámbitos especializados, como los de asuntos forenses, incautación de activos y lavado de dinero, lucha contra los secuestros, lucha contra la corrupción, seguridad de tribunales y personal judicial y protección de testigos.  El AJR que trabaja en la Embajada de los Estados Unidos en Asunción, Paraguay, se ocupa principalmente de la asistencia bilateral en las esferas de lavado de dinero, financiamiento del terrorismo y reforma del Código de Procedimiento Penal paraguayo.  También trabaja en el suministro de asistencia técnica en las esferas del lavado de dinero y financiamiento del terrorismo en la zona de la triple frontera entre Paraguay, Brasil y Argentina.  El Asesor Jurídico Intermitente de la Embajada de los Estados Unidos en la Ciudad de México, México, está trabajando en el suministro de asistencia técnica sobre temas de tráfico de seres humanos.  Desde diciembre de 2007, un nuevo AJR, en Brasil, se ocupará de temas de lavado de dinero, crimen organizado, crimen cibernético y propiedad intelectual y administración de cárceles.
Finalmente, Estados Unidos ha facilitado asimismo seminarios de capacitación para asociados de la OEA.  Por ejemplo, del 2 al 6 de mayo de 2006 la Sección de Incautación de Activos y Lavado de Dinero del Departamento de Justicia de los Estados Unidos y la OPDAT del Departamento de Justicia de los Estados Unidos, junto con la Dirección de Asuntos Internacionales relativos a Estupefacientes y Aplicación de la Ley del Departamento de Estado de los Estados Unidos y la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos realizaron en Miami, Florida, un seminario sobre recuperación del producto de actos de corrupción.  Ese seminario reunió a 90 participantes, incluidos fiscales, investigadores, jueces, y fiscales generales, de 30 países de la OEA y del G-8.  Entre los temas del seminario figuraron estrategias de investigación de la corrupción en diferentes sectores; diferencias de enfoques jurídicos en cuanto a incautación; seguimiento de activos e investigaciones financieras; eficaces procedimientos de incautación y cooperación internacional en la materia; transparencia, y recomendaciones para futuros procesamientos.  

La Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID, en sus siglas en inglés) hace de la lucha contra la corrupción un componente central de su estrategia de asistencia externa, y adopta un enfoque amplio en la ayuda a los países asociados para reforzar sus sistemas de resistencia a la corrupción.  Los programas de lucha contra la corrupción de la USAID están destinados a contribuir a reducir las oportunidades e incentivos de la corrupción; respaldar el fortalecimiento y una mayor independencia de los órganos judiciales, legislativos y de supervisión, y promover una educación independiente en los medios, la sociedad civil y el público.  

6.  
AUTORIDADES CENTRALES (ARTÍCULO XVIII DE LA CONVENCIÓN) 

No se formuló ninguna recomendación.

7.
RECOMENDACIONES GENERALES

Esas recomendaciones se consideran supra, dentro del tema pertinente.

Anexo 1 – Principios del Sistema de Mérito – Título 5 del Código de los Estados Unidos §2301:


1.  La contratación debe hacerse entre personas calificadas, provenientes de fuentes apropiadas, para crear un personal representativo de todos los segmentos de la sociedad y la selección y ascensos deben determinarse basándose exclusivamente en la capacidad, los conocimientos y las aptitudes relativas y concursos justos y abiertos, que garanticen para todos igualdad de oportunidades.  


2.  Todos los empleados y aspirantes a empleo deben recibir un trato justo y equitativo en todos los aspectos de la administración de personal, sin tener en cuenta su filiación política, raza, color, religión, origen nacional, sexo, estado civil, edad o calidad de discapacitado, y teniendo debidamente en cuenta, su privacidad y sus derechos constitucionales.


3.  Debe regir la igualdad de pago para un trabajo de igual valor, teniéndose debidamente en cuenta las escalas de remuneraciones nacionales y locales pagadas por empleadores del sector privado, y deben establecerse incentivos y manifestaciones de reconocimiento apropiadas para promover la excelencia en el desempeño.


4.  Todos los empleados deben mantener altos niveles de integridad, un comportamiento apropiado y poner de manifiesto preocupación por el interés público.


5.  La fuerza de trabajo federal debe utilizarse eficiente y eficazmente.


6.  Los empleados deben contratarse sobre la base de su buen desempeño; deben aplicarse correctivos en caso de desempeño inadecuado, y deben ser separados de sus cargos los empleados que no puedan o no quieran mejorar su desempeño para cumplir los requisitos pertinentes.


7.  Los empleados deben recibir educación y capacitación eficaces en los casos en que ello dé lugar a un mejor desempeño institucional e individual.


8.  Los empleados - 


(A) deben gozar de protección frente a medidas arbitrarias, favoritismo personal o coerción motivada por política partidaria, y 


(B) se les debe prohibir la autorización de su autoridad o influencia oficial para interferir con el resultado de una elección o una candidatura electoral, o afectar ese resultado.


9.  Deben gozar de protección frente a represalias provocadas por la denuncia legal de información que a juicio razonable de los empleados pruebe - 


(A) la violación de cualquier ley o reglamento, o


(B) actos de administración impropios; grosero derroche de fondos; abuso de autoridad, y peligro sustancial y específico a la salud y la seguridad pública.

Anexo 2 – Práctica de Personal Prohibida – Título 5 del Código de los Estados Unidos §2302: 

Todo empleado con potestad para adoptar, ordenar a otros que adopten, recomendar o aprobar cualquier medida de personal, no podrá, en relación con esa potestad - 

    (1) discriminar a favor o en contra de ningún empleado o solicitante de empleo - 

     (A) sobre la base de la raza, el color, la religión, el sexo o el origen nacional, lo que está prohibido por la sección 717 de la Ley de Derechos Civiles de 1964 (42 U.S.C. 2000e-16);

     (B) sobre la base de la edad, tal como lo prohíben las secciones 12 y 15 de la Ley de Discriminación por Edad en el Empleo de 1967 (29 U.S.C. 631, 633a);

     (C) sobre la base del sexo, tal como lo prohíbe la sección 6(d) de la Ley sobre Normas Laborales Justas de 1938 (29 U.S.C. 206(d));

     (D) sobre la base de la condición de discapacitado, tal como lo prohíbe la sección 501 de la Ley de Rehabilitación de 1973 (29 U.S.C. 791); o

     (E) sobre la base del estado civil o la filiación política, según lo prohíba cualquier ley o reglamento;

     (2) solicitar o considerar cualquier recomendación o declaración oral o escrita con respecto a cualquier persona que solicite o esté siendo considerada para la adopción de cualquier medida de personal, a menos que esa recomendación o declaración se base en el conocimiento personal de registros de la persona que los proporciona y consista en - 

     (A) una evaluación del desempeño laboral, la capacidad, la aptitud o las calificaciones generales de esa persona, o

     (B) una evaluación del carácter, la lealtad o la pertinencia de esa persona;

    (3) coaccionar a cualquier persona en sus actividades políticas (incluido el suministro de cualquier contribución o servicio político), o adoptar cualquier medida contra cualquier empleado o solicitante de empleo como represalia por la negativa de cualquier persona de realizar esa actividad política;

    (4) engañar a cualquier persona, o evitar intencionalmente que esa persona ejerza su derecho de competir para obtener empleo;

    (5) influir sobre cualquier persona para que deje de competir por cualquier empleo, con la finalidad de mejorar o afectar negativamente las perspectivas de obtención de empleo de cualquier otra persona;

    (6) otorgar cualquier preferencia o ventaja no autorizada por leyes o reglamentos a cualquier empleado, o aspirante al empleo (inclusive definiendo el alcance, la modalidad de concurso, o los requisitos para cualquier cargo) a los efectos de mejorar o afectar negativamente las perspectivas de obtención de empleo de cualquier otra persona;

    (7) designar, emplear, promover, ascender o recomendar la designación, el empleo, la promoción o el ascenso en o a un cargo civil a cualquier persona que sea pariente (tal como este término se define en la sección 3110(a)(3) de este título) de ese empleado, si ese cargo pertenece al organismo en que ese empleado esté prestando servicios como funcionario público (tal como se define este término en la sección 3110(a)(2) de este título) o con respecto al cual ese empleado ejerza jurisdicción o control como tal funcionario;

    (8) adoptar, dejar de adoptar, o amenazar con adoptar o dejar de adoptar una medida de personal con respecto a cualquier empleado o solicitante de empleo en virtud de - 

     (A) cualquier revelación de información realizada por el empleado o solicitante que a juicio razonable del empleado o solicitante pruebe -

      (i) la violación de cualquier ley o reglamento, o

      (ii) actos de administración groseramente impropios; grosero derroche de fondos; abuso de autoridad, y peligro sustancial y específico a la salud y la seguridad pública, si tal revelación no está específicamente prohibida por la ley o sujeta a una Orden Ejecutiva que disponga que se mantenga específicamente secreta en interés de la defensa nacional o la conducción de las relaciones exteriores; o 

     (B) cualquier revelación de información al Asesor Jurídico Especial o al Inspector General de un organismo u otro empleado designado por el director del organismo para recibir tal información, si ésta, a juicio razonable del empleado o solicitante, prueba - 

      (i) a una violación de cualquier ley o reglamento, o

      (ii) actos de administración groseramente impropios; grosero derroche de fondos; abuso de autoridad, y peligro sustancial y específico a la salud y la seguridad pública;

    (9) adoptar, dejar de adoptar, o amenazar con adoptar o dejar de adoptar una medida de personal con respecto a cualquier empleado o solicitante de empleo en virtud de que éste - 

     (A) ejerza cualquier derecho a apelación, queja o reclamación conferido por cualquier ley o reglamento;

     (B) declare como testigo o la prestación de otro tipo de ayuda legítima a cualquier persona en el ejercicio de cualquiera de los derechos a los que se hace referencia en el apartado (A);

     (C) coopere con, o dé a conocer información al, Inspector General de cualquier organismo o al Asesor Jurídico Especial, conforme a disposiciones aplicables de la ley o de 

     (D) se rehúse a obedecer una orden que imponga a la persona la obligación de violar una ley;

    (10) discriminar a favor o en contra de cualquier empleado o solicitante de empleo sobre la base de una conducta que no afecte desfavorablemente al desempeño de empleado o solicitante, ni al desempeño de terceros, con la salvedad de que ninguna disposición del presente párrafo deberá interpretarse en el sentido de que prohíba a un organismo tener en cuenta, para determinar la aptitud o idoneidad cualquier declaración de culpabilidad del empleado o solicitante por cualquier delito conforme a la legislación de cualquier Estado, del Distrito de Columbia o de los Estados Unidos;

    (11)(A) adoptar, recomendar o aprobar a sabiendas cualquier medida de personal, si la adopción de esa medida constituye la violación del requisito de preferencia para veteranos de las Fuerzas Armadas; o

    (B) dejar de adoptar, recomendar o aprobar a sabiendas cualquier medida de personal, si la omisión de adoptar esa medida constituye la violación del requisito de preferencia para veteranos de las Fuerzas Armadas; o

    (12) adoptar o dejar de adoptar cualquier medida de personal si el hacerlo viola cualquier ley o reglamento que implique la aplicación de los principios del sistema de mérito contenidos en la sección 2301 de este título, o guarden relación directa con dicha norma.

� De conformidad con lo previsto en la metodología adoptada por el Comité, se procurará que estos datos se refieran a los dos últimos años, en relación con esta y las demás disposiciones de la Convención objeto de análisis de la segunda ronda, con excepción de la relativa a los actos de corrupción previstos en el artículo VI.  de la Convención, respecto de los cuales se procurará que los datos se refieran a los últimos 5 años.


� 	En esta respuesta se describe exclusivamente el Programa Federal de Protección de Testigos, que es un mecanismo especial a largo plazo de testigos que ampara a testigos con respecto a los cuales se haya concluido que la utilización pública de su testimonio pondrá en peligro su seguridad física debido a la probabilidad de tentativas intencionales de represalia durante un período no especificado.  Existen programas gubernamentales diferentes de este programa para la protección de testigos que requieran protección tan sólo antes del momento en que han de prestar declaración, y/o tan sólo mientras estén en el tribunal y/o exclusivamente por un período muy breve posterior al de su declaración testimonial para el caso de que por inadvertencia se encuentren con una persona contra la que hayan prestado declaración.


� 	Todas las referencias contenidas en esta ley a “funcionarios públicos” comprenden a quienes presten servicios como funcionarios públicos y a quienes hayan sido seleccionados para prestarlos.


� 	Debe señalarse que en 2005, la Oficina de Integridad Pública logró el procesamiento de un caso que comprendía a 54 imputados (40 de los cuales fueron declarados culpables, o admitieron su culpabilidad), a lo que obedece el alto número de casos de ese año.





